Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 36 minutos.) 


-Damos la bienvenida al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, arquitecto Francisco Beltrame, a la Subsecretaria, arquitecta Raquel Lejtreger, al Director de 
Medio Ambiente, arquitecto Jorge Rucks, al Director de Ordenamiento Territorial, ingeniero agrónomo 
Manuel Chabalgoity, al asesor, doctor Diego Traversa y al Director General de Secretaría, doctor Carlos 
Martínez. 


El motivo de nuestra invitación es para que nos informen sobre la construcción del puente 
sobre la Laguna Garzón. 


Antes de cederles el uso de la palabra quiero comunicarles que debido a la superposición de 
las sesiones de las Comisiones que se dan en el día de hoy, quizás deba retirarme antes de que 
finalicen su exposición y por eso les pido las disculpas del caso. Por supuesto que el señor 
Vicepresidente tomará mi lugar. 


SEÑOR MINISTRO.- Es un gusto concurrir a la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial a la 
que también han sido invitados los integrantes de la Comisión de Transporte y Obras Públicas de 
Cámara de Senadores. Es una pena que no participe también la Comisión de Medio Ambiente a los 
efectos de dar respuesta a las inquietudes que los señores Senadores han planteado, con referencia a 
la autorización ambiental para la construcción de un puente que una ambas márgenes de la Laguna 
Garzón. 


Hay interrogantes que se plantean en la convocatoria que, lamentablemente, no podemos 
responder ya que no son materia de competencia de nuestra Cartera, como las referidas a los costos, 
aspectos que sin duda corresponden al Ministerio de Transporte y Obras Públicas como proponente. 
Los costos económicos de las obras de autorización ambiental en ningún caso son materia de análisis 
de nuestro Ministerio. 


Como es de público conocimiento, desde hace más de sesenta años la construcción de un 
puente en esa localización ha sido objeto de reclamos y de multitud de iniciativas. La autorización 
ambiental que nos ocupa se inició el 21 de abril de 2009 por parte del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas que solicitó la clasificación del proyecto para la ejecución y operación del puente sobre la 
Laguna Garzón, en la Ruta Nacional 10. En dicha oportunidad se clasificó con C. 


A partir de ello, el 11 de junio de 2009 se pone en conocimiento la propuesta del puente con 
los estudios requeridos o los que fueron solicitados adicionalmente en un largo proceso por el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


La preocupación central del Ministerio ante esta propuesta tiene varios ejes. En primer lugar, 
lo que implica el impacto territorial y el modelo de desarrollo que sustenta, y en segundo lugar -pero no 
menos importante-, el impacto ambiental. Como está en conocimiento de los señores Senadores, el 
Ministerio debe pronunciarse ante una propuesta del proyecto clasificándolo primero y analizando los 
pros y los contras, sugiriendo y exigiendo las medidas de mitigación correspondientes sobre el análisis 
realizado. 


Del proceso de participación, audiencias públicas, ha quedado clara la necesidad de la 
conectividad de ambas márgenes, ya sea de los partidarios de la solución del puente o los que 
sostienen otras propuestas, como el sistema de balsas. El Ministerio debe pronunciarse con respecto a 
la alternativa puente, presentada por el titular del proyecto, que en este caso es el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, que es quien, como organismo público, tiene que desarrollarlo. 


Como manifestamos anteriormente, las preocupaciones centrales tienen que ver con el 
impacto territorial y ambiental de la propuesta del puente. Los aspectos de contexto que fueron 
señalados por los informes de Dinama previo a la resolución del 18 de octubre de 2011, que ya fueron 
analizados, se entiende que fueron correctamente abordados. Hay tres aspectos claves: a) los 
instrumentos de ordenamiento territorial, algunos existentes y otros planteados y en vías de 
aprobación; b) la incorporación del área protegida de la Laguna Garzón al Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas; y c) el compromiso para desafectar la Ruta 10 como ruta nacional en un tramo a cada uno 
de los lados de la laguna. 


Nos gustaría ahora que el Director Nacional de Ordenamiento Territorial, Manuel Chabalgoity, 
y el Director Nacional de Medio Ambiente, Jorge Rucks, desarrollen concretamente el estado de 
situación con respecto a estos ejes que hemos trazado. 


SEÑOR CHABALGOITY.- No es la primera vez que nos encontramos con los señores Senadores y por 
esta misma temática, lo cual, de alguna manera, demuestra su complejidad. Por lo tanto, nos parece 
importante generar, desde el punto de vista del ordenamiento territorial, una contextualización de todo 
este proceso que, como bien decía el señor Ministro, se inició hace más de cincuenta años. Aclaro que 
no me refiero a la solicitud que se acaba de realizar, sino al debate sobre este tema de la unión fija. 
Prueba de ello es un medio puente que está en la propia laguna desde hace ya más de cincuenta 
años. 


Obviamente, los contextos institucionales legislativos y normativos fueron cambiando a lo 
largo de todo este tiempo, por lo cual nos parece que es bueno dar una idea, aunque sea rápidamente, 
de los hitos más importantes de estos cambios, porque son los que nos van a permitir, a nuestro juicio, 
entender las decisiones que se están adoptando en esta materia. 


Está claro que el país no tuvo legislación en materia de ordenamiento territorial y de gestión 
ambiental, o por lo menos en esta última materia, hasta 1994. En ese año se sanciona la primera ley 
que da un instrumento de gestión ambiental. En materia de ordenamiento territorial debemos 
remontarnos por lo menos hasta 1946, con las leyes de centros poblados, que básicamente atendían 
las regulaciones de las formas de usar, ocupar y transformar el territorio, fundamentalmente en las 
áreas urbanas. En ese marco, la ley les daba competencia exclusiva a los Gobiernos Departamentales 
a los efectos de fraccionar suelo rural con destino a la creación de centros poblados. Nada de esto nos 
está hablando del tema que tratamos, pero se dio en un contexto en el cual la ausencia de 
competencias del Gobierno Nacional o de la existencia de un ámbito nacional en materia de 
planificación territorial fue notoria hasta la sanción de la ley de ordenamiento, en el año 2008. Esto 
puede parecer menor, pero creo que es importante, porque claramente -lo hemos dicho varias veces 
aquí, junto a los distintos jerarcas que han participado- esta ley marca un antes y un después en 
cuanto a las formas de usar, ocupar y ordenar el territorio, con respecto a la capacidad, desde el 
Estado, de conducir estos procesos de ordenación. Hay algunos antecedentes que vale la pena 
plantear porque tienen que ver con las decisiones que se están tomando; me refiero al caso del 
departamento de Rocha. Como saben los señores Senadores, desde 1999 bajo el Gobierno 
Departamental del señor Adauto Puñales, se inició el proceso de elaboración de una ordenanza para la 
zona costera del departamento de Rocha. En dicho proceso trabajó la Intendencia junto a Probides - 
donde me tocó trabajar-, y en el año 2003 fue sancionada. Hago este señalamiento porque, de alguna 
manera, el hecho de que el proceso comenzara en 1999, fuera sancionado en 2003 y que en la 
actualidad siga vigente, habla -y perdonen la expresión si es equivocada- de una política de Estado a 
nivel departamental -por la continuidad que se mantuvo en estos períodos- respecto a un bien preciado 
como es la costa del departamento de Rocha. 


Esta ordenanza del año 2003 dividió la zona costera en cuatro tramos y no tuvo la 
profundidad ni el nivel de incorporación de conocimiento que se logró con la Ley de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible. A finales de la década del 90, como seguramente recordarán los 
señores Senadores, la ordenanza fue elaborada en un momento muy álgido de la discusión sobre la 
eventualidad de la construcción de esta interconexión. No quiero dejar de señalar la importancia de 
esta política de Estado departamental -si se puede llamar así- porque creo que marca un contexto que 
es significativo para las decisiones que se han tomado en relación a esta obra. 


Posteriormente, y como saben los señores Senadores, en 2008, cuando se sancionó la ley 
de ordenamiento territorial -dieciocho años después de la creación del Ministerio- se dieron las 
condiciones de contexto institucional y político para tener un instrumento que permitiera al Estado 
contar con las herramientas suficientes como para orientar el uso, la ocupación y la transformación del 
territorio con reglas de juego claras y explícitas de manera que todas las personas las respetaran como 
corresponde. 


Entendemos que esta Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible fue aprobada 
junto a otras leyes como, por ejemplo, la Ley de Descentralización Política y Participación Ciudadana 
del año 2009 y la Ley de Política Nacional de Aguas del año 2009, que reglamenta el artículo 47 de la 
Constitución, aprobada por el plebiscito del año 2004. 


Entendemos que estas tres leyes, en particular, son un buen ejemplo del cambio importante 
que se dio en esta materia que nos ocupa de manera directa. Me permito señalar tres aspectos que 
consideramos de enorme relevancia. En primer lugar, creemos que la Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible genera una fuerte resignificación política y social del rol del Estado en la 
conducción de los procesos de desarrollo social y económico del país como intérprete del bien común 
O bien general. Creo que esto marca una enorme diferencia con muchos de los instrumentos de gestión 
ambiental sancionados en otros períodos del país. 


En segundo término, las tres tienen una fuerte resignificación o valorización política y social 
del rol de la planificación como instrumento sustantivo del Estado para llevar adelante la conducción de 
los procesos de desarrollo social y económico. 


En tercer lugar, una fuerte revalorización política y social del rol de la participación social de 
todos los actores públicos y privados como garantía de transparencia y democratización de los 
procesos de toma de decisión. 


Creo que, de alguna forma, es importante señalar esto porque trasciende o marca un antes y 
un después, y un avance respecto de instrumentos como el de la evaluación de impacto ambiental de 
la década de los noventa, cuando no existían las mismas conceptualizaciones sobre el rol del Estado, 
sobre la planificación y sobre los otros elementos que hemos estado mencionando. Justamente, quiero 
plantear que en aquel momento no se privilegiaba la función del Estado en el rol de planificación y en 
su definición, sino que dominaba un planteo de transferencia del sector público al privado en un 
conjunto de funciones que hacen mucho a lo que estamos hablando. 


En ese sentido, la Ley de Ordenamiento Territorial plantea cambiar la orientación de un estilo 
de gestión muy restringido -territorialmente hablando- a lo que eran los ámbitos urbanos, postulando la 
necesidad de una gestión integral del conjunto del territorio nacional donde el Estado jugara un rol 
sustantivo en la conducción de anticipación y prevención a la aparición de conflictos a través de ese 
proceso de planificación y de lo que es, fundamentalmente, la generación de un conjunto de 
instrumentos de ordenamiento territorial de distinta escala -como ya hemos mencionado otras veces: 
escala nacional, departamental, regional-, que llegan y que tienen la posibilidad de limitar derechos 
individuales, pero que lo limitan en tanto la sanción de estos instrumentos se realiza por vía legislativa; 
los nacionales, por parte del Parlamento nacional, y los departamentales por parte de las Juntas 
Departamentales. Cabe resaltar que hay una fuerte garantía en cuanto a la reivindicación de este 
proceso de ordenamiento. 


¿Qué pasaba antes de esta ley? Se analizaban los proyectos caso a caso, sin marcos de 
referencia generales de hacia dónde iban o de cuál era el contexto deseado o buscado en los distintos 
territorios. Esa es la filosofía de un instrumento que, por cierto, sirvió para avanzar mucho, pero fue 
insuficiente después de un tiempo, ya que no fue posible ubicar, por ejemplo, todos los efectos 
acumulativos, en análisis específicos concretos o sectoriales. 


En ese sentido, teniendo en cuenta que en 2003 existía esta ordenanza, hoy en día podemos 
afirmar que en los pocos años de vigencia de la ley -apenas son cuatro años y medio, casi 
cinco-, fue necesario remontar una cultura que tiene más de un siglo de trabajo en otro tipo de 


contextos, como institucional, de planificación, etcétera. Ahora tenemos algunos elementos que 
comienzan a darnos herramientas legales -otros están en vía de sanción-, para regir los procesos de 
uso, ocupación y transformación del territorio donde se localiza esta interconexión entre ambas 
márgenes de la Laguna Garzón. 


Teniendo en cuenta el orden de los ámbitos, podríamos comenzar por los departamentales, 
manifestando -como ya lo hicimos una vez, y tenemos el material a disposición- lo que fue el desarrollo 
del Plan Local de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible entre las Lagunas Garzón y de 
Rocha -en el departamento del mismo nombre-, en el marco de la ordenanza costera del año 2003. 
Este desarrollo cumplió con todos los procesos de participación, y finalmente, con el proceso de 
sanción legislativa en la Junta Departamental, previo a obtener de parte del Ministerio el informe 
favorable de correspondencia de las disposiciones del instrumento con los demás, vigente y aplicable - 
de acuerdo a lo que indica el artículo 25 de la ley- y la aprobación de la evaluación ambiental 
estratégica por parte del Ministerio. Ello implica que, según los análisis hechos por nuestros servicios - 
por supuesto, refrendados por nosotros como Directores-, se cumplió de manera adecuada con la 
inserción de la División Ambiental en los procesos de planificación y ordenación del territorio. Eso es la 
evaluación ambiental estratégica según la ley. 


Digo esto porque, en definitiva, más allá del impacto que exista en el propio curso de la 
laguna -seguramente vaya a existir, aunque eso lo dejo para que lo señale el arquitecto Rucks-, este es 
perfectamente mitigable; los principales efectos de esta interconexión y las principales preocupaciones 
están en los posibles modelos que pudieran inducir o favorecer la ordenación y ocupación del territorio 
del resto de la costa. Podemos afirmar que en el caso de Rocha existen reglas de juego claras que 
fueron aprobadas por la Junta Departamental -si no me equivoco, en el año 2011-, en un plan integral 
que una vez explicamos aquí con bastante detalle, que genera urbanizaciones discontinuas, bajas 
densidades y entrada a empeines, que respeta la transferencia de los 150 metros de la costa al 
dominio público garantizando los accesos a lo largo de toda la trama. Para que lo entiendan bien, 
quizás sería conveniente que se refirieran a ello los representantes de la Intendencia, que seguramente 
podrán explicarlo con mucha mayor claridad que yo. 


Por otro lado -siguiendo en el ámbito departamental-, vale anunciar que en Rocha esto no 
quedó así, porque ya se ha solicitado una audiencia pública el próximo 3 de abril para estudiar el plan 
local Los Cabos, que si bien no tendría un efecto directo e inmediato sobre la Laguna Garzón, sí lo 
tendría sobre el sistema costero. Este plan corresponde al segundo sector de los cuatro en que fue 
dividida la costa de Rocha, según la ordenanza del año 2003. Asimismo, también en el 
departamento de Rocha han sido puestas de manifiesto las directrices departamentales de 
ordenamiento territorial. En este caso la audiencia pública está citada para el próximo miércoles; vale 
indicar que es facultativa y a pesar de que se hayan puesto de manifiesto, el Gobierno Departamental 
de Rocha igual decidió someter esto a audiencia pública, de modo de generar los mayores niveles de 
transparencia y de democratización en los procesos de toma de decisiones. Por otra parte, este no es 
un invento sino un mandato de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 


Continuando con el ámbito departamental, en Maldonado en los años 2009 o 2010 - 
disculpen, pero no lo recuerdo exactamente- se aprobaron las directrices departamentales de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible del departamento. De hecho, fue el primero en aprobar 
este tipo de instrumentos y siguió desarrollando otros en lo que hace a la generación de normas, no de 
detalles sino generales, para el uso de ocupación de todo el departamento, por supuesto también del 
área que nos incumbe en este momento. 


Adicionalmente, en convenio con el Ministerio, el departamento de Maldonado también está 
avanzando, y el Plan Local de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible entre la Laguna José 
Ignacio, Ruta Nacional 9, la Laguna Garzón y la playa, está a punto de culminarse. 


Este Plan cumplió con todos los requisitos que marca la ley: las puestas de manifiesto, las 
audiencias públicas, etcétera. Asimismo, fue sometido a la consideración del Ministerio con el fin que 
mencioné hoy: el informe sobre la correspondencia del instrumento y la aprobación de la Evaluación 
Ambiental Estratégica, tal como lo indican los artículos 25 y 47 de la Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible. En este momento particular la Intendencia de Maldonado se encuentra 


levantando la vista a algunas observaciones que se generaron desde el Ministerio, porque en todo esto 
hay un control muy estricto -por cierto, sin invadir el campo de las autonomías municipales; quiero que 
quede claro que se está actuando dentro del marco que establece la ley- acerca de los instrumentos 
que se van elaborando. 


Si dejamos por un instante el ámbito departamental y levantamos un poco la mirada, entramos 
en el ámbito regional. Como ustedes saben -creo que alguna vez lo hemos conversado-, el Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial, que fue creado por la Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible, en su artículo 76, está presidido por el señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente e integrado por varios Ministerios: de Transporte y Obras 
Públicas; Defensa Nacional; Turismo y Deporte; Ganadería, Agricultura y Pesca; Economía y Finanzas; 
Industria, Energía y Minería -creo que me estoy olvidando de alguno-, así como por el señor Director 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Presidente del Congreso de Intendentes. O sea que 
se trata de un ámbito legalmente muy jerarquizado de articulación entre niveles de gobiernos para la 
toma de decisiones, sobre todo las actuaciones con incidencia territorial. Y la única razón por la cual no 
integran este Comité los Gobiernos Locales, sino solo el Gobierno Nacional y el Departamental, es 
porque no existían al momento de sancionarse esta ley. 


En este ámbito se adopta la decisión -porque se considera importante- de iniciar -frente a 
todas las actuaciones públicas y privadas previsibles que están en el horizonte y a ser desarrolladas en 
la Región Este- el proceso de promoción para la elaboración de una estrategia regional de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, la que de alguna manera aplican aquellos territorios que 
comparten dos o más departamentos, y abarca temas de interés nacional que requieren una 
coordinación supradepartamental y cuya elaboración -quiero señalarlo- es voluntaria, concertada: se 
hace si se genera el acuerdo necesario entre los Gobiernos Departamentales involucrados y el Poder 
Ejecutivo; si no, no se hace. Es diferente a las estrategias nacionales y departamentales, que son 
obligatorias por ley. Digo esto porque allá por el año 2011 se genera, a nuestro juicio -luego de una 
serie de trabajos conjuntos con estos Gobiernos Departamentales-, un histórico acuerdo, en la Posta 
del Chuy, entre el Poder Ejecutivo, representado en aquel tiempo por la señora Ministra, arquitecta 
Graciela Muslera, y con la participación de otros señores Ministros -entre ellos Lescano-, y de los cinco 
Intendentes Departamentales, con el fin de avanzar, en forma conjunta, en la elaboración de estas 
estrategias regionales de ordenamiento territorial. Es evidente que las estrategias regionales de 
ordenamiento territorial tienen un nivel de detalle menor que un plan local, porque trabajan con una 
escala mayor y es más de carácter programático y de compromiso, de concreción detallada y 
delimitación específica a nivel de los instrumentos locales. 


Estas estrategias fueron trabajadas y acordadas por los cinco Intendentes y el Poder 
Ejecutivo, representado por el señor Ministro. Realizo este planteo para entender en qué contexto se 
dan estas cuestiones y el nivel de amplificación que tiene lo que se está haciendo en esta materia, que 
no es entre cuatro paredes, sino que se está transparentando y poniendo a disposición de todos los 
que corresponde. Como venía diciendo, en el marco del Congreso de Intendentes, el 9 de agosto del 
año pasado, en un acta que firmó el señor Ministro, el Director de la OPP y los cinco Intendentes 
resuelven la puesta de manifiesto público de estas estrategias que tienen ciertas particularidades que 
otras no tienen. Como ustedes saben, las puestas de manifiesto consisten en colgarlas en una página 
web, publicarlas en un diario, es decir, que sea accesible a todo aquel que quiera opinar y concurrir. En 
esta puesta de manifiesto la innovación que hubo fue la decisión política de los jerarcas nacionales y 
departamentales que ya nombré, de ir a enfrentar la discusión pública de estos temas. En este período 
se hicieron tres jornadas públicas. La primera de ellas quiero recordarla porque se convocaron a los 
155 ediles de las cinco Juntas Departamentales y a los doce Diputados de los cinco departamentos 
que nombré anteriormente, que integran la Región Este. En ese contexto el señor Ministro, los señores 
Intendentes y el Director de la OPP expusieron los alcances de estas estrategias regionales de 
ordenamiento territorial. Posteriormente, en el departamento de Maldonado y, en tercera oportunidad, 
en el departamento de Treinta y Tres, se convocó a toda la ciudadanía, a organizaciones sociales, 
políticas, institucionales, privadas, etcétera, hubo mucha difusión abierta y fueron respondidas todas 
las preguntas -hecho que, a nuestro juicio, fue bastante inédito- no por directores o técnicos de los 
Ministerios o Intendencias, sino por el Ministro y los Intendentes que participaron en ese momento. 
Pasado este período se genera la aprobación previa, que prevé el artículo 25, por el señor Ministro y 
los Intendentes Departamentales. Hoy en día estas estrategias están a estudio de las cinco Juntas 
Departamentales que, una vez aprobadas se convierten en norma departamental, es decir, con fuerza 
de ley en su departamento. Realmente son los cinco mismos textos, tal como pasó con el área 


metropolitana, cuando hicimos las estrategias metropolitanas. En este momento están para ser 
aprobadas por las Juntas Departamentales e inmediatamente por el Poder Ejecutivo y ya quedan 
vigentes. Bueno, pero ustedes me dirán que todavía están por aprobarse, pero con todo esto nosotros 
queremos trasmitir que hay un contexto de planificación y ordenación ambiental del territorio, 
consciente, participativo, público y transparente, que es el que nos permite avanzar en las decisiones 
caso a caso, tal como lo veníamos haciendo anteriormente. 


Para ir terminando, quiero señalar otro elemento que no es menor y que seguramente 
muchos de ustedes ya conozcan desde hace mucho tiempo. En el año 1999, siendo Ministro el señor 
Senador Chiruchi, se inició un proceso de trabajo en el espacio costero de todo el país y, finalmente, 
por el año 2004, tuvo un punto de llegada, de culminación, un mojón alcanzado que fue un proyecto de 
decreto del Poder Ejecutivo -no de ley- para regular el uso costero en todo el país que incluía toda la 
costa del país: la atlántica, la platense, la del río Uruguay, la del río Cuareim, Laguna Merín, etcétera. 


Lamentablemente -lo digo porque hubiera sido muy importante que aunque se tratara de un decreto, 
estuviera regido-, este decreto no fue finalmente promulgado por el Poder Ejecutivo. 


Cuando en el año 2008 -casualmente, al mes de haberse aprobado la ley- asumimos la 
Dirección General de Ordenamiento Territorial, tomamos conocimiento -previo a la detallada y profusa 
información brindada por el arquitecto Villamarzo- de que se seguía trabajando en el espacio costero, 
dada la altísima prioridad que tiene, producto de la fragilidad del ecosistema y de los más de cien años 
de historia en la que poco se han considerado sus condicionantes y componentes vulnerables. Dicho 
ecosistema concentra, prácticamente, entre las costas platense y atlántica, el 80% de la población de 
la actividad nacional, dicho esto en cifras muy redondas. La costa, desde Montevideo hasta el Chuy, ha 
sido fuertemente presionada y, de alguna manera, dividida -al menos en el papel, en cuanto a su 
fraccionamiento-; en muchos casos, desde antes de 1946 y mucho después de esa fecha. Lo mismo 
sucedió con Montevideo, por ejemplo con Ciudad del Plata, que desde mucho tiempo antes había sido 
dividida y muy bien dividida en el sentido de no considerar las fragilidades de estos ecosistemas. 


En caso de retomar esta iniciativa y en el marco del Comité Nacional -cuya composición 
ya expliqué y no repetiré- se entendió conveniente que todos estos antecedentes sobre los que durante 
tanto tiempo ha trabajado la institucionalidad del país, precisamente desde 1999 en adelante, no 
quedaran en el vacío. Es así que se elabora, en conjunto con los distintos Ministerios y en articulación 
con la Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial integrada por distintas entidades públicas como el 
PIT-CNT, la Universidad de la República, las Cámaras de Industrias y de la Construcción del Uruguay, 
las sociedades de agrimensores, de agrónomos y de arquitectos y muchos otros más, el proyecto de 
ley de Directriz Nacional del Espacio Costero. Dicho proyecto de ley tiene como objetivo clave la 
preservación y conservación de ese espacio, entendiendo por esta la promoción de un uso 
ambientalmente sustentable de los recursos naturales y culturales, de un uso que apunte al 
mejoramiento de la calidad de vida y de un uso y ocupación que apunten a la integración social en el 
territorio, tal como lo dispone el artículo 3% de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible. Dicho artículo también sostiene que ello debe ser en el marco de reconocer la concurrencia 
de competencias e intereses, producto de lo que son las competencias e intereses del ámbito 
departamental y nacional. Insisto en que si bien no estaba considerado en la ley, ahora tenemos 
adicionado el nivel local. 


De esta forma, estaba planteada -hace un rato lo mencionó el Ministro- como una realidad la 
desafectación de la Ruta 10. Seguramente con detalle va a explicar el arquitecto Rucks el ingreso de 
la zona al sistema nacional, frente a lo que podemos plantear que hoy tenemos en el territorio de 
mayor presumible transformación o inducción a la transformación por parte de una conexión -si así lo 
fuere-, estos territorios que cuentan o contarán, a muy corto plazo -en el caso de las directrices 
nacionales-, con reglas de juego claras y lícitas para su adecuada ocupación, uso y transformación, 
pero insisto, que no deriven en efectos no deseados ni en transformaciones que deterioren el 
ecosistema o que generen las situaciones de segregación suburbana, como se generaron a ambos 
lados de Montevideo por la no aplicación de la Ley de Centros Poblados. Me refiero, en sus 
continuidades costeras, a Ciudad del Plata y Ciudad de la Costa y que, fundamentalmente, cumplan 
con toda la legislación al respecto. 


Desde el punto de vista del ordenamiento territorial, en términos generales es eso, sin 
perjuicio de que podamos entrar en detalle de cualquiera de esos instrumentos, si así lo desean los 
señores Senadores. 


SEÑOR RUCKS.- Buenas tardes. 


Es un gusto poder informar a la Comisión en relación con el tema que nos atañe. Como 
decía el señor Ministro esta es una resolución ya tomada, y corresponde informar sobre un proceso 
que llevó casi cuatro años. Por este motivo, podemos decir que tuvo una riqueza en las visiones, tanto 
técnicas como en los procesos participativos que se desarrollaron de acuerdo con las normas y con la 
legislación nacional, para hacer una evaluación ambiental previa, es decir, una medida preventiva 
frente a posibles impactos ambientales negativos que podría generar la construcción de un puente de 
este tipo. 


Evidentemente, dada nuestra responsabilidad, hubo algunos temas que fueron motivo de una 
constante y permanente preocupación en el análisis de esos impactos ambientales, y de cómo estos 
tenían posibilidades de ser o no mitigados. Como lo plantearon el señor Ministro y el señor Director de 
Ordenamiento Territorial, una de esas constantes era el modelo de desarrollo costero que se venía 
perfilando en el proceso histórico sin pautas y marcos normativos que orientaran a un cuidado del 
medio ambiente en lo que respecta a las preocupaciones que nos corresponde y que, de alguna 
manera, generara un marco para la autorización ambiental que diera seguridades de que ese proceso 
de desarrollo urbanístico costero no se siguiera promoviendo en un área de particulares valores 
ambientales como es el área costera de Rocha, desde lo que es la Laguna Garzón hacia la zona 
oceánica siguiente. 


Particularmente, se entendió que había un impacto territorial importante y por ello se pidieron 
informaciones y estudios adicionales del tema, que muestran, justamente, lo que planteaba el Director 
de Ordenamiento Territorial, como los avances que se generan en el proceso de ordenamiento y el 
desarrollo de los instrumentos que definen seguridades y competencias específicas, tanto de los 
Gobiernos Departamentales como lo que corresponde al Gobierno Nacional para su gestión. En ese 
sentido, desde el punto de vista de un análisis de la evaluación de impacto ambiental, eso ofrece 
seguridades de cumplimiento de ciertas pautas para evitar el desarrollo desequilibrado de la zona 
costera. 


Un factor determinante que acompañaba el análisis del impacto ambiental de los modelos de 
crecimiento de las urbanizaciones en la zona costera era la consideración de la Ruta 10 como un eje 
estructurador de ese crecimiento. Esto había pautado el ingreso y el proceso de incorporación de 
balnearios en la zona costera, que de alguna manera se interrumpía en la boca de la Laguna Garzón 
para continuar proyectada hacia el futuro. De esta manera, se presionaba al territorio todavía no 
incorporado a un proceso de desarrollo urbano similar al que se había dado en la zona de Maldonado y 
que, a la vez, presionaba sobre otras áreas protegidas de particular importancia. O sea que la Ruta 10 
pasaba a ser un tema de preocupación central en la consolidación de esos procesos de urbanización. 


Como se dijo, una de las conclusiones fundamentales a las que se llega y uno de los 
resultados de esta evaluación ambiental previa refiere a la desafectación de la Ruta 10 como ruta 
nacional de acceso de tráfico rápido y pesado de manera de favorecer los lineamientos propuestos 
para el ordenamiento de las zonas litorales costeras a través de las directrices propuestas. 
Concretamente, se trata de promover el ingreso en peine hacia las zonas de los balnearios costeros 
con una conformación respetuosa de las condiciones físicas y paisajísticas de la zona costera de 
Rocha. En ese sentido, el hecho de trabajar sobre el tema de la Ruta 10 en relación con la 
construcción del puente era un elemento importante para evitar o mitigar los posibles efectos de lo que 
implicaba esa presión de crecimiento de las zonas balnearias litorales sobre las zonas de Rocha y 
sobre otras áreas protegidas. 


Particularmente, en cuanto a la Laguna Garzón, se reconocían valores de tipo biológico, por 
su riqueza de biodiversidad, así como valores paisajísticos de particular interés en la laguna en sí 
misma y en áreas interiores de la laguna, por la conformación de pequeños lagos vinculados a la 
laguna central, de humedales, con una riqueza de fauna muy importante. Además, hay que tener en 


cuenta la dinámica de vínculo de la laguna con el mar; como es sabido, todo sistema lagunar costero 
es una zona de interfase en la cual la relación entre las aguas marinas y las que vienen de las cuencas 
terrestres genera situaciones de particular importancia para el desarrollo de la biodiversidad, tanto de 
aves, moluscos o crustáceos que se desarrollan en la laguna, como de las especies que desde el mar 
penetran en ciertas lagunas para desovar o para generar condiciones protegidas para el desarrollo de 
las larvas o de los alevines. 


Por tanto, había una particular preocupación por los temas biológicos de esa laguna, por los 
temas paisajísticos, por los impactos territoriales y por la dinámica costera. Entonces, el puente en sí 
mismo se insertaba en un conjunto de análisis mayores que debían ser tenidos en cuenta para ser 
analizados en relación a su impacto ambiental en conjunto. 


En definitiva, el tema de la Ruta 10 fue considerado en el marco de la discusión del puente. A 
su vez, el tema de la protección del área de la Laguna Garzón, tanto la cuenca como la proyección 
costero-marina y su relación con las áreas costero-marinas también protegidas de la Laguna de Rocha, 
fue considerado teniendo en cuenta los aspectos que llevaban a mitigar los posibles impactos 
ambientales de un desarrollo de una conexión vial permanente en ese punto de la laguna. La creación 
del área protegida en la Laguna Garzón es una historia que también tiene sus antecedentes 
importantes, vinculado esto tanto a la iniciativa del Estado como a iniciativas privadas que se fueron 
dando. En 1977, por el decreto 260, se crea el Parque Nacional Lacustre e incorpora las Lagunas de 
Garzón, de Rocha y de José Ignacio a este parque que nunca logra constituirse, al no existir un marco 
legal que le diera amparo y una institucionalidad que avalara una gestión de ese parque. Pero sí 
reconocía la importancia que tenían las lagunas costeras en la dinámica litoral y, por otro lado, los 
valores paisajísticos que tenían estas lagunas litorales. 


En el año 1990 se plantea la Ley N* 16.408, por la cual Uruguay adhiere a la convención de 
biodiversidad y se compromete a generar áreas protegidas en el territorio, identificando aquellas áreas 
de mayor interés para su protección por los temas que hacen a la protección de la biodiversidad. 


En el año 2000 se aprueba la Ley N* 17.234, que crea el SNAP, ley que tiene un proceso 
lento de reglamentación, ya que recién se concreta en el 2005, y se comienza a implementar en 
términos de áreas en concreto a partir del 2007 con la Quebrada de los Cuervos y después las 
sucesivas incorporaciones de áreas protegidas. 


Es importante señalar que en el año 2010, en el plan de mediano plazo del Sistema Nacional 
de Áreas Protegidas se incorpora la propuesta de Laguna Garzón como un área a ser incorporada a 
dicho sistema, dados sus valores de biodiversidad como de paisaje y su importancia en términos del 
ecosistema lagunar de la costa de Rocha. 


Adicionalmente, en el año 2007, la organización Vida Silvestre presenta la iniciativa ya 
concreta de la incorporación del área protegida de Laguna Garzón a la Dinama para su creación, lo 
que da lugar a un proceso de análisis interno que se fue desarrollando en un diálogo con Vida Silvestre 
para ajustar su delimitación. 


Justamente, cuando se plantea la discusión y la necesidad de mitigar una posible conexión 
en la zona del puente, el tema del área protegida pasa a tener una importancia central y, por lo tanto, 
una de las consideraciones que se hacen desde la Dinama es la voluntad que debería definir nuestro 
propio Ministerio en la creación de esa área protegida. Posteriormente, se toma la iniciativa en el año 
2011 para la creación del área protegida en la Comisión Asesora del Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas, a la cual se presenta la de la incorporación del área de Laguna Garzón, que es aprobada 
en esa instancia. Lo que tenemos planteado ahora es el llamado a audiencia pública para la 
incorporación del área al Sistema Nacional de Áreas Protegidas, para el día 20 de marzo. 


SEÑOR BORDABERRY.- He estado escuchando muy atentamente, tanto el informe del Director de 
Ordenamiento Territorial como ahora el del Director de la Dinama. Con todo respeto, quiero decir que 
no tengo problemas en quedarme aquí hasta mañana -ya que es mi trabajo y me pagan por eso-, pero 


creo que no estamos dentro del tema para el cual los citamos, por lo cual no hemos ingresado a él, 
salvo el señor Ministro, que pasó cercanamente cuando hizo uso de la palabra. 


La convocatoria de esta reunión refiere al interés de esta Comisión asesora de recibir 
información sobre el anuncio de la autorización para construir un puente sobre la Laguna Garzón, su 
costo -el señor Ministro ya anunció que no podrá darlo-, los nuevos informes y los anteriores, y el 
trámite seguido hasta diciembre de 2012. 


Hemos escuchado atentamente lo dicho por el señor Director Nacional de Ordenamiento 
Territorial respecto a toda la historia de la legislación en la materia -desde los años 1990, pasando por 
1999 y 2008-, así como lo que se está relatando del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, que es 
muy interesante; estoy seguro de que todos estaremos de acuerdo -y lo haremos con mucho gusto- en 
dedicar una sesión para hablar de ese tema, pero el motivo de esta convocatoria es un poco más 
concreto. Lo aclaro porque contamos con la presencia del señor Ministro, del Subsecretario y de dos 
Directores; sabemos que su tiempo es valioso y, obviamente, no queremos tenerlos hasta las 10 o 12 
de la noche para llegar al tema que nos convoca. 


Gracias. 


SEÑOR RUCKS.- Pido disculpas si fui demasiado extenso en mi intervención, pero aclaro que la 
creación de un área protegida como una medida de mitigación central fue una de las conclusiones del 
informe final por el que se aprueba la autorización ambiental previa para construir el puente sobre la 
Laguna Garzón. 


Con relación a los pasos dados en ese sentido, a partir del proceso que se informó en esta 
Comisión sobre los avances dados hasta el momento en que se presentó el diseño por parte del 
arquitecto Viñoly -fue uno de los temas en los que se había planteado que debía tenerse particular 
cuidado-, es evidente que se llegó a un ajuste del proyecto original hacia uno que tiene características 
de paseo, de vínculo y cumple con la condición fijada en las conclusiones de las dos audiencias 
públicas. Aclaro que se realizaron dos, hecho que no es normal. Como decía, sobre esa base hubo un 
ajuste en el diseño del puente que fue objeto de análisis específicos por parte de la Dinama con 
relación a las condiciones puntuales de esa modificación en el lugar concreto. Eso motivó una 
aprobación condicionada a determinados aspectos de cobertura de mitigación relacionados con la Ruta 
10, la creación del área protegida y los instrumentos de ordenamiento territorial desarrollados. 


En todo caso, quedamos a disposición para responder particularmente las consultas que se 
deseen realizar. 


(Ocupa la Presidencia el Señor Senador Chiruchi.) 


SEÑOR MINISTRO.- La intención era reflejar claramente cuáles son los tres elementos de base 
planteados. 


En primer lugar, aclaro que no hay informes anteriores contrarios a la construcción del puente, 
sino valoraciones que dicen: “Si se produce esto, puede hacerse tal cosa”. Hay un viejo informe del año 
2000 del Sistema Nacional de Áreas Protegidas que anda circulando por ahí y que hace referencia a 
un contexto que nada tiene que ver con lo que se experimentó en este país desde 2000 a la fecha. Las 
puntualizaciones que hacía el ingeniero Chabalgoity acerca de lo que han sido la transformación y la 
generación de instrumentos que hacen al ordenamiento territorial, a las posibilidades de desarrollo de 
los territorios, que ponen coto y marcan modelos de desarrollo, y lo que se ha avanzado desde el punto 
de vista medioambiental, claramente dan la pauta de que estamos hablando de contextos distintos. Lo 
que hay son informes que exponen algunas dificultades o elementos, y entendemos que la propuesta 


que finalmente es aprobada mitiga claramente lo que estaba planteado. Tenemos elementos que hacen 
a la distancia y ubicación de los apoyos del puente, a la ubicación de las cabeceras del puente -que 
obviamente separan de lo que son las márgenes, en el primer planteo, de 180 a 200 metros-, y me 
parece que esos son los elementos sustantivos, porque el impacto territorial es lo más temido y está 
mitigado al tener instrumentos concretos. 


Con respecto a la propuesta del puente a veces ha habido simplificaciones fuertes acerca de 
otras situaciones que se dan -o que se han dado- en el territorio. Por ejemplo, hay algunos comentarios 
que asemejan la posibilidad de construir este puente a la situación que se da en el ingreso a Punta del 
Este, en la Laguna del Diario. Estas dos son dos situaciones claramente distintas, en primer lugar, 
porque la Laguna del Diario oficia de contención, de barrera -no se da en este caso- y, en segundo 
término, respecto a la ubicación de la proyección del puente en la Ruta Nacional 10, la conexión de 
ambas márgenes en la Laguna Garzón no tiene una franca conectividad con el océano frente a sí, sino 
a una distancia de 2.200 metros -si no me equivoco-, que es el lugar de apertura. 


Estos elementos contemplan las observaciones que se habían planteado en su momento. Por 
eso, cuando iniciamos la exposición hablamos de esos elementos, que para nosotros son clave para 
concebir en qué lugar y de qué forma se procede. 


Durante el mes de diciembre, una vez analizada y vista la propuesta, se dio una instancia de 
información sobre lo que había variado sustantivamente en términos de forma. Esto permitió incorporar 
elementos que fueron recogidos en la resolución de 8 de enero de 2013, en lo que tiene que ver con 
presencia de iluminación, estacionamiento y manejo de residuos que puedan darse. 


Concretamente, me parece que estos son los elementos que tienen que ver con este tema. 
Las objeciones que fueron planteadas sobre distintos aspectos fueron levantadas de acuerdo con el 
último proyecto. ¿Por qué? Porque la función de la Dirección Nacional de Medio Ambiente es alertar, 
ver y analizar, ante una propuesta concreta, cuáles son aquellos elementos que irremediablemente 
pueden producir modificaciones; la responsabilidad del Ministerio es alertar, ver que esto no sea 
irreparable y que se tomen las medidas de respuesta de mitigación para poder desarrollar. No se trata 
de hacer una máquina que impida ni autorice cualquier cosa, sino de generar condiciones que 
aseguren un desarrollo sustentable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, señor Ministro. 


Continuamos con el análisis de la construcción del puente sobre la Laguna Garzón, sus 
costos -el señor Ministro ha señalado que no se va a referir a esos datos-, los nuevos informes y los 
anteriores, que eran contrarios a él, y el trámite seguido durante los meses de diciembre de 2012 y 
enero de 2013. Esto responde a la invitación que realizamos al señor Ministro a instancias del señor 
Senador Bordaberry el 18 de febrero del año en curso. 


SEÑOR BORDABERRY.- Agradezco al señor Ministro, a la señora Subsecretaria, a los señores 
Directores, al señor Director General y al señor asesor por su presencia en esta sesión. 


Quizás el señor Ministro no conoce una parte de la historia, porque tiene relación con algunas 
reuniones que mantuvimos con su antecesora en esta Comisión. En esas instancias ella hizo 
referencia a una serie de aspectos -están en las versiones taquigráficas; yo las estuve revisando 
hoy-, pero la realidad es que ha habido cambios muy grandes y cosas que no se hicieron. Entonces, 
nuestro espíritu es, en el mejor de los sentidos, tratar de entender qué es lo que pasó, porque usted 
comprenderá que si el Ministerio vino hace ocho meses y nos dijo una cosa, pero después fueron otras 
las situaciones y las cosas que se hicieron, es nuestro deber averiguar los motivos por los que se 
produjeron los cambios. Ese es nuestro trabajo. 


Le pedimos disculpas por el hecho de que en el Parlamento existe una Comisión de Vivienda 
y Ordenamiento Territorial por un lado y una Comisión de Medio Ambiente por otro. Sabemos que el 
Ministerio tiene competencia en los tres aspectos, pero esto es algo que viene de hace mucho tiempo. 
Quizás podamos plantear en el día de mañana que el tema del ordenamiento territorial se esté 


integrando a la Comisión de Medio Ambiente -tal vez esto nos ayudaría a corregir y ser mejores-, pero 
así es como está establecido. 


Con respecto a la pregunta sobre el costo, quiero decir que la planteamos porque este es, 
evidentemente, un puente mucho más grande y mucho más costoso que el original. Creo que de esto 
no hay ninguna duda: por la cantidad de metros de largo, de metros cuadrados de construcción, 
etcétera, estamos hablando de algo muy distinto, que va a tener un costo mucho mayor. 


Había una propuesta de un promotor privado -sé que en realidad trató con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas- en el sentido de financiar el puente -aunque ya anunció que no lo va a 
hacer- con un costo inicial de US$ 1:800.000 o US$ 2:000.000. Hoy las estimaciones de algunas 
empresas vinculadas al sector rondan los US$ 18:000.000. Obviamente, cuando se habla de esas 
cifras, a veces se tiene razón y otras no. Por ejemplo, hace algún tiempo ANCAP ¡ba a hacer un muelle 
aquí en Montevideo y había estimado un costo de US$ 15:000.000, pero cuando se abrió la licitación, 
la oferta más barata era de US$ 167:000.000. Todos sabemos que el precio de construcción 
lamentablemente ha subido muchísimo y esto, evidentemente, genera problemas. 


Pero más allá de esto, por lo general estos proyectos se financian de dos formas: con un 
peaje o con una contribución de mejoras, que es un tributo a los que se ven beneficiados del otro lado. 
Lo normal es tomar el dinero y cobrarlo a los propietarios del otro lado para que lo paguen como 
contribución de mejoras, porque han visto acrecentado el valor de sus inmuebles. Pero de todo eso no 
se ha hablado. Hay que tener en cuenta también la situación al no existir un peaje sobre este puente, 
porque sí existe uno sobre la Ruta 9. Sabemos que uno de los aspectos básicos de la autorización, 
según se ha dicho aquí, es que se va a limitar el tráfico y que no van a pasar camiones ni tránsito de 
alta velocidad, pero obviamente el incentivo económico siempre juega en el momento de elegir un 
camino u otro, máxime cuando el Camino Saiz Martínez, que es el que lleva de la Ruta 9 a este 
puente, ha sido recientemente asfaltado y es una autopista tan buena como la Ruta 9. Este quizás es 
un aporte que podemos hacerles para que tengan en cuenta este tipo de situaciones, porque hoy los 
que cruzan en balsa están pagando un costo e insisto: parecería ser que si por un lado se cobra un 
peaje y por otro no, va a haber un incentivo económico para aumentar el tráfico. Como el mejor sistema 
es el de peines, y al tener una ruta y hacer un puente se va contra ese sistema, parecería que el tema 
del costo juega y quizás, por lo que ha dicho el señor Ministro, no se haya tenido en cuenta. Me parece 
que es importante que, en una visión global de todo el tema, se considere también ese aspecto. Ese 
fue el motivo por el cual se incluyó esto. 


Creo que no se trata de que hace más de sesenta años que no hay reclamos por un puente, 
sino que desde hace sesenta años hay discusiones por un puente. Me parece muy sano que se hayan 
generado discusiones porque hay gente que ha dicho que está a favor y otra que está en contra; hay 
gente que ha reclamado y otra que se ha opuesto. Además, no se puede decir que si hace sesenta 
años que estamos discutiendo, eso sea malo, porque quizás lo mejor sea no construir el puente. En 
síntesis, es una cuestión de perspectiva y el hecho de que alguien reclame algo durante mucho tiempo 
no debería ser motivo para acceder a algo que no está bien. 


Creo que el señor Ministro tendría que conocer lo que estuvimos trabajando en la Comisión, 
y como no tiene por qué saberlo, se lo vamos a contar ahora. La última vez que la entonces Ministra 
Muslera estuvo en esta Comisión por este tema -me pareció muy clara y sensata-, hablamos de varios 
informes. Uno de ellos fue el del Director del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, el ingeniero Mario 
Batallés, que era francamente contrario, diría, a la existencia del puente. Como el señor Ministro 
comprenderá, nos llama la atención que se autorice algo y se lo ingrese al Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas contra el informe de su Director. 


En aquel entonces también había un informe contrario del señor Director de la División de 
Evaluación de Impacto Ambiental de la Dinama, el señor Daniel Collazo. Incluso había un informe 
contrario al proyecto y en el expediente había un borrador de resolución para que la señora Ministra 
firmara rechazando el proyecto. ¿Qué dice ahora el señor Collazo? No se pronuncia. El Director de la 
División de Evaluación de Impacto Ambiental, que tenía un informe en contra, no se pronuncia. Sé que 
existe el derecho de avocación y el Director de la Dinama puede pasar por encima de la opinión del 
señor Collazo, pero deberíamos preguntarnos qué opina el Director de la División de Evaluación de 


Impacto Ambiental, que era contrario. Ese es el motivo de la convocatoria. ¿No firmó? ¿Cambió su 
opinión? ¿No estaba? En fin, creo que es importante conocerlo. 


Asimismo, en la sesión de la que hablé hace instantes, tanto la señora Senadora Topolansky 
como quien habla pedimos conocer el pronunciamiento de la Universidad de la República. Nosotros 
hablamos -y así figura en la versión taquigráfica- de la Facultad de Ingeniería por el tema hidráulico, 
porque la Dirección Nacional de Hidrografía del Ministerio de Transporte y Obras Públicas elevó un 
informe crítico sobre este puente, en especial respecto a cómo afectaba la relación entre la laguna y el 
litoral costero; además fija cabeceras. Obviamente, siempre hay movilidad y estaba vez eso no va a 
suceder con un puente. 


Hubo un compromiso de parte del Ministerio -sé que usted no estaba al frente, pero el 
Ministerio es una institución- y creo que la señora Senadora Topolansky pidió que se pronunciara la 
Facultad de Ciencias. Hablamos mucho con la señora Ministra en ese momento sobre la necesidad de 
que la Universidad de la República se pronunciara y elevara un informe sobre el tema. ¿Se pidió? Esa 
es la pregunta que me gustaría conocer y en el caso de que no se haya realizado el pedido, me 
gustaría saber por qué se descartó. Tenemos el deber de preguntar si esto se hizo y, si no fue así, por 
qué se descartó. Creo que si venimos siguiendo el tema, tendríamos que conocer los detalles. 


Como bien sabe el señor Ministro, hubo declaraciones públicas, creo que del propio Director 
de Medio Ambiente, respecto a que siempre hay presiones sobre el trabajo de la Dinama -tanto de 
públicos como de privados- en cuanto a los tiempos y, por supuesto, en aquel momento también hubo 
algunos planteos en el sentido de sacar a la Dinama del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, creando una agencia separada o llevándola a la OPP; esto fue público. 
Cuando se preguntaban las motivaciones, siempre se decía que la Dinama trancaba los proyectos; 
muchas veces se enfrentaba a la inversión. Justamente, también se señaló esto como uno de los 
motivos cuando su antecesora dejó el Ministerio. No sé si habrá sido así o no. 


En la sesión de esta Comisión realizada en abril del año pasado, el señor Senador Moreira 
señalaba: “A su vez, se cree imprescindible profundizar el estudio, así como también recurrir a la 
Universidad de la República, a la Facultad de Ingeniería y al Instituto de Mecánica de los Fluidos e 
Ingeniería Ambiental, tal como manifestó la señora Ministra en su intervención”. Y más adelante 
también se sigue hablando de eso. 


Hay cosas que a uno le llaman la atención. Ya en enero del año pasado el Poder Ejecutivo 
había anunciado que el puente iba a construirse. En el primer proyecto eso ya se establecía. Cuando 
eso ocurre, los promotores de desarrollo del otro lado envían un mensaje a sus estimados clientes 
diciendo que existen hechos claves que potencian esta magnífica oportunidad de inversión: la reciente 
aprobación del puente sobre la Laguna Garzón. Ese era el primer proyecto, que el Gobierno había 
anunciado que iba a aprobarse. Ahora bien, en enero -creo que de apuro- se saca de nuevo la 
aprobación; este es un trámite que nos llama la atención y que es parte de esta convocatoria. Se cita a 
una audiencia pública con tres días de antelación. Reitero que esto nos llama la atención. Pero no se 
trata solamente de eso. La citación se hace el 24 de diciembre, para el día 27 de diciembre; 24 de 
diciembre, Nochebuena, se trabaja medio horario. Además, ese año era lunes, lo que significaba fin de 
semana largo. Felicito al señor Ministro, realmente, porque veo que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y la Dinama, el 24 de diciembre, en vez de estar festejando 
y tirando los papelitos en la Ciudad Vieja, estaban citando una audiencia para el 27. Discúlpeseme, 
pero no se enteró ni el loro, porque esos días la gente no está para dedicarse a estos temas. Además, 
se cita para el día 27. Tengamos en cuenta que el 25 se celebra Navidad, por lo que restaban 
únicamente los días 26 y 27. 


Cualquier persona seria que quiera analizar una nueva propuesta va a hablar con algún 
asesor. Tiene que consultar sobre el asunto, hacer ver la propuesta, el nuevo plan, cuáles son los 
impactos. ¿Puede hacerse eso en ese plazo? Yo creo que no, me parece que no es sensato. Creo que 
si se iba a citar, tenía que hacerse por lo menos con diez, quince o veinte días de antelación para que 
todos -incluso nosotros, los Legisladores- pudiéramos informarnos. No entiendo el plazo tan corto de 
una citación para realizar una audiencia. Realmente, nos llama la atención. 


Lo hacen para luego, de apuro, aprobarlo el 8 de enero. Me parece que aprobarlo el 8 o el 
30, no hacía una gran diferencia. Reitero, nos llama la atención ese trámite. 


Pero eso no es todo. ¿Quién es el que diseña el puente? Es el arquitecto Viñoly. Sin lugar a 
dudas, es un profesional de renombre mundial. El arquitecto Viñoly hizo el Aeropuerto Internacional de 
Carrasco, fue finalista en los proyectos para la Zona Cero de Manhattan, Estados Unidos. Realmente, 
es algo espectacular. Sin embargo, el arquitecto Viñoly estaba en contra del puente. Es más, estaba 
violentamente en contra. Mandó cartas a los diarios, escribió cosas durísimas en el semanario Voces 
del Frente. Y de golpe y porrazo, quien estaba en contra aparece haciendo un nuevo proyecto a favor. 
Ahora bien, él no estaba en contra por cualquier cosa. Concretamente, decía que la construcción del 
puente sobre la Laguna Garzón es uno de esos elementos de significación geográfica que trascienden 
lo inmediato, así como la falsa controversia entre partidarios del desarrollo y sus presuntos opositores; 
que la construcción de un puente sobre la Laguna Garzón es completamente contraria a los principios 
de planeamiento sostenible; y que el desarrollo, al que pareciera servir en forma directa, también lo es. 
Nunca tuvimos una explicación sensata de por qué se terminó contratando a quien se oponía a la 
construcción del puente y cuáles fueron los motivos del cambio. 


También apareció en escena, como asesor del Poder Ejecutivo -o sea, una persona de 
mucha confianza y muy cercana a la Presidencia de la República-, el ingeniero civil Hugo Eguía en una 
controversia pública con el Director de la Dinama. Voy a solicitar al señor Ministro que tenga mucho 
cuidado porque este ingeniero figura como contratado por la empresa Jaswik S.A., del grupo inversor 
Consultatio, que pertenece al señor Costantini, o sea, quien tiene un emprendimiento del otro lado. 
Entonces, si es asesor del Poder Ejecutivo y está contratado por esa empresa, creo que habría que 
tener cuidado. En ese sentido, no parece ser lo mejor. 


Quizás lo que más nos preocupa -en este momento en que nos enteramos de la situación- es 
que esta es la tercera propuesta que se presenta, y voy a solicitar que me corrijan si estoy equivocado. 
Según tengo entendido, la primera de ellas proponía un puente recto en el mismo lugar donde 
actualmente está la construcción sin terminar, con el informe del ingeniero Daniel Collazo en contra; 
luego, el arquitecto Viñoly presentó otra propuesta que incluía unas balsas, lo que evidentemente era 
de difícil realización, porque el nivel de la laguna sube o baja y las balsas pueden quedar apoyadas en 
el fondo, además de que había que ver cómo pasaban los pescadores. Toda esa situación muy linda, 
muy teórica y que parecía muy buena, no tuvo andamiento. Finalmente, apareció otra propuesta que 
creo que es absolutamente distinta a la primera; tal como señaló el señor Ministro, esta es una 
propuesta de proyecto. Incluso, he escuchado declaraciones de autoridades del Ministerio -quiero 
aclarar que sigo el tema de cerca, para que se tenga en cuenta cuando me den las respuestas-, que en 
un reportaje en Radio El Espectador dijeron que había tres propuestas de puente. Es evidente que la 
última es muy distinta a la primera; claro, cabe preguntarse qué grado de diferenciación debe tener 
para que sea considerada distinta. El lugar es el mismo, pero si consideramos la extensión, creo que 
no es igual. Si no me equivoco, el puente de la propuesta anterior era recto y este es circular; esa es 
una diferencia. A su vez, el anterior, que era recto, tiene una longitud de 180 metros, lo cual no es 
bueno para el lugar porque -según la Dirección Nacional de Hidrografía- afecta la relación lagunallitoral 
costero; según el Director de Evaluación de Impacto Ambiental, eso no es bueno. Entonces, ahora 
presentaron una propuesta con otro puente, no de 180 metros sino de 450 metros, con un radio de 200 
metros y un desarrollo estimado entre estribos de 450 metros. 


El desarrollo total, tomando en cuenta el perímetro y cien metros para cada estribo, es de 860 
metros. Estamos hablando de una cosa sustancialmente distinta de lo que era el puente original. La 
superficie que marcaba el puente recto era, más o menos, de 1.800 metros, mientras que la superficie 
que marca el puente circular, incluyendo el espejo de agua -que queda dentro, por ser circular- es de 
45.000 metros. Todos coincidiremos en que son diferencias importantes. Asimismo, posee una cantidad 
de cosas nuevas en cuanto a dónde se ubica, las cabeceras, etcétera. Creo que, además de ser 
distinto, bastante más grande y ocupar mucho más espacio, no levanta las objeciones del puente 
original. ¿Cuál es el motivo por el cual uno ahora dice: “Este puente sí”? ¿Porque levanta aquellas 
objeciones? No. Porque va a convertir esto en un paseo turístico, porque -se ha dicho acá- va a tener 
acciones de mitigación en el tránsito; del peaje no se habla. 


Obviamente que este puente va a tener un impacto mucho mayor en su construcción, no sólo 
por su tamaño, sino por el sistema constructivo que va a afectar. Va a tener una mayor afectación en el 


flujo hidráulico. Además, el sector sur va sobre el canal de desagúe de la Laguna. He pedido algunos 
informes al respecto. Me parece que es un puente distinto. Como dijo el señor Director de la Dinama, 
esta es una propuesta distinta; había tres propuestas, y esta es diferente. Si es así, tenemos que hacer 
todo el estudio de impacto ambiental. 


Lo que también nos llama la atención es que faltan cosas respecto de esta nueva propuesta, 
porque cuando se hizo la original se decía -ustedes lo recordarán- que va a afectar visualmente, que va 
a hacer esto, aquello y lo otro. Pero, ¿cómo afecta el nuevo puente? ¿No se requerirá que se 
presenten todos esos estudios antes de resolverse? Creo que sí se necesitan o, por lo menos, habría 
que conocer las respuestas a estas interrogantes. En lo personal, con total lealtad adelanto que quiero 
un puente, quiero la conectividad. Me parece que no hay que hacer puentes sobre lagunas, sino sobre 
arroyos; considero que hay que hacerlos aguas arriba, sobre arroyos, donde afectan menos. A mi 
entender, la solución debería andar por ahí. 


Inclusive he estado haciendo un estudio acerca de cuánto se ahorra en kilómetros y en 
tiempo quien vive del otro lado de la laguna, si se hace una conectividad adecuada, sin pasar por arriba 
de ella. Llegué a la conclusión de que puede insumir quince minutos más. ¿Vale la pena tirar por la 
borda el principio del peine? Este puente va contra el principio del acceso por peine, porque este peine 
tiene la parte del camino contra la costa y le estaríamos agregando un pedazo. Es decir que 
estaríamos haciendo el peine al revés. Ustedes también conocen la zona, como todos nosotros; la 
hemos visto en el mapa. El peine está sobre la costa y a la parte de arriba -cuyo nombre técnico 
desconozco, pero pienso que alguna mujer lo puede saber mejor que yo; y esto no es discriminatorio- 
le estaríamos agregando una parte más. Todos sabemos que el peine tiene una parte horizontal y 
muchas verticales; a su vez, un pedazo de la parte horizontal está sobre la costa, a la cual le 
estaríamos agregando una parte más. No estamos siguiendo el principio del peine. El peine tendría 
que estar en la Ruta 9, o más cerca, y de ahí bajar hacia la costa; pero ahora a la costa le estaríamos 
agregando una pedazo más en la parte horizontal del peine. 


Creo que son muchísimas las preguntas y las dudas. Estoy seguro de que el Ministerio 
tendrá las respuestas, pero si no las tiene ahora, me sentiré encantado de que nos las remita después. 
El señor Ministro entenderá que después de la última reunión se dijo una cosa contraria a lo que pasó, 
y me remito a la versión taquigráfica, que puede leer si lo desea. Precisamente este es el motivo que 
nos llevó a convocarlo en el día de hoy. 


SEÑOR MINISTRO.- Ante todo, agradezco a los señores Senadores la generosidad de excusarme por 
no estar en los períodos anteriores. Hemos asumido al frente del Ministerio con todo lo que es la 
responsabilidad institucional y también con las virtudes y defectos que tienen la Cartera y mi persona. 


Hay algunos temas en los que necesariamente debo insistir; en otros voy a plantear los 
puntos de vista. 


En primer lugar, con respecto al tema económico insisto en que no vamos a expresarnos 
porque no lo hacemos ni con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, ni cuando a una empresa le 
exigimos el agregado de un filtro, el cambio de un diseño, de una pileta de tratamiento de efluentes o lo 
que sea, aunque a veces esos proyectos implican modificaciones muy serias desde el punto de vista 
de los elementos que se deben adicionar, lo que termina cambiando los propios proyectos. 


En segundo término, tomo la recomendación que planteaba el señor Senador en el sentido de 
cuidar a los asesores -tema que siempre lo tenemos claro- y a los funcionarios, que muchas veces 
entreveran sus roles y participan en tareas que no les corresponde. Me interesa aclarar que el informe 
del señor Mario Batallés, al que hacía referencia el Senador, es del año 2000, y casualmente era una 
respuesta a una solicitud formulada en su momento por un edil del departamento de Maldonado que 
planteaba la posibilidad de construir el puente y marcaba el interés. Pero ese informe, del que tanto se 
habla -obviamente, había objeciones con respecto al planteo, haciéndose un extenso análisis del 
marco legal y de la situación a que estaba referido-, termina con una frase que dice que debemos ser 
extremadamente cauteloso en lo relativo a la generación de obra de infraestructura porque, de no 
tomarse los recaudos necesarios, terminarán por afectar irreversiblemente aquellos ambientes que, por 
su relevancia o servicios ambientales que brindan, deben ser conservados y protegidos. Esta es, 


precisamente, la actitud que desde aquel tiempo hasta hoy el Ministerio ha tenido: ser extremadamente 
cautelosos en lo relativo a la generación de obras de infraestructura y de todo tipo de obra. Me parece 
importante señalar esto porque a veces se descontextualizan frases y opiniones dadas en un momento 
determinado, trasladándolas y transportándolas a contextos completamente distintos; y bien que 
estaban señaladas las variaciones que han sufrido la legislación y los instrumentos desarrollados del 
año 2000 a la fecha. 


Hay que tener bien en claro de qué trata el proyecto -tema que a posteriori el señor Director 
de Medio Ambiente podrá desarrollar-, es decir, saber bien de qué estamos hablando cuando nos 
referimos a él. En este caso, el proyecto es la conexión física de dos márgenes de la laguna que hacen 
su trazado sobre la Ruta 10. 


Aquí se mencionaron algunos números de impacto. Se da la misma situación de cuando se 
dice que hicimos 700 kilómetros de vía pero, para impactar y multiplicar los números, hablamos de los 
1.400 kilómetros de riel. En ese sentido, la preocupación del Ministerio es aprobar los proyectos que 
cumplan con los requerimientos que se entiendan del caso. Hoy en día es mucho más económico 
andar a caballo que en auto, por el consumo de combustible. Pero debemos ver qué es lo que 
estamos generando y qué es lo que estamos analizando. Por ejemplo, la alternativa de hacer un 
puente aguas arriba sobre el arroyo implicaría antropizar un amplio sector -no tengo aquí las 
dimensiones del área, pero serían unos cuantos cientos de hectáreas- que pasaría a no custodiarse de 
la forma adecuada, generando un mayor impacto en el área. 


Insisto en que el proyecto que aquí estamos tratando y analizando es el de la unión física de 
ambos lados de la Ruta 10, ruta que cambia de carácter y, al hacerlo, entendemos que no 
necesariamente se da la interpretación del peine invertido -por llamarlo de alguna forma- que hizo el 
señor Senador Bordaberry. 


Asimismo, informo que la balsa constituye un servicio de ida y vuelta que presta el Ministerio, 
sin costo. Si bien ha habido incrementos numéricos importantes desde el punto de vista del transporte 
y del impacto -porque, en definitiva, es una zona de desarrollo-, el servicio no tiene costos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Actualmente, la mitad de la balsa la paga el señor Costantini de su peculio. 


SEÑOR MINISTRO.- Francamente desconozco lo que plantea el señor Senador; son aspectos que no 
pertenecen a la órbita de competencias del Ministerio. En fin, reitero que no poseo esos datos. 


Me interesa destacar en qué consiste el proyecto: como dije antes, se trata de la unión física 
de dos puntos. Eso es lo que analizamos. Con respecto a la materialización física del proyecto, hice 
mención a lo que tenía que ver con los puntos de apoyo sobre el lecho de la laguna y a su fijación en 
los márgenes, aspectos que eran básicamente parte de las observaciones que se realizaban. 


Quizás el Director Rucks pueda ampliar algunos de los aspectos planteados por el señor 
Senador. 


SEÑOR RUCKS.- Me gustaría realizar algunas acotaciones. 


En el espíritu de tratar de aclarar y de ser constructivo, creemos que este proceso de cuatro 
años de discusiones y de análisis enriqueció la propuesta original. En ese sentido, el señor Ministro 
aclaró el informe de quien en ese momento era el Director del Área de Gestión, no del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas porque en el año 2000 no existía. Ese es uno de los cambios 
fundamentales; la Ley que crea el Sistema Nacional de Áreas Protegidas es posterior. En ese 
momento, el señor Mario Batallés -que continúa en el Ministerio y con quien hemos compartido la 
discusión de todos estos temas- analiza una situación en donde, justamente, el contexto del marco 
legal del ordenamiento territorial y del Sistema Nacional de Áreas Protegidas no existía. En dicho 
informe se culmina diciendo que en el proceso de aprobación de infraestructura se deberá ser muy 
cuidadoso con los temas y aspectos que tienen como característica esa zona tan frágil. Precisamente, 
esto es lo que hemos hecho en todo este proceso. 


Pero, además, me parece muy importante hacer referencia al informe de quien en ese 
momento era el Director de la División Evaluación de Impacto Ambiental, Daniel Collazo, porque allí 
claramente se expresa -lo tengo en mi poder- una visión negativa hacia el diseño del puente propuesto. 
Ahora bien, justamente deja abierta la posibilidad de una hoja de ruta que se ajuste al análisis del 
impacto ambiental y de los temas que hemos estado planteando aquí, entre ellos, la Ruta 10, la 
extensión de área protegida, un marco de ordenamiento territorial desarrollado. En síntesis, él define 
todo esto como necesidades de desarrollo para poder tener un proceso de aprobación del puente. Este 
informe se eleva a la Ministra de aquel momento, quien hace eco del mismo y elabora la resolución 
ministerial. A través de esta se solicita al Ministerio de Transporte y Obras Públicas la presentación de 
un estudio elaborado por técnicos de acreditada idoneidad en la materia, a fin de determinar si la 
localización proyectada de la obra resulta adecuada, de forma de otorgar la mayor seguridad posible 
con respecto a la estabilidad del puente a construirse y el mantenimiento de la dinámica de 
interconexión costero-marina, que asegure la protección de los ecosistemas lagunar-costero y marino 
propio del área. A continuación se dice que, en caso negativo, y tomando en cuenta los parámetros 
indicados, se deberá definir cuál será la ubicación apropiada, realizando el rediseño del puente en 
consideración a la nueva viabilidad del área. Finalmente se otorga un plazo de 180 para la 
presentación del informe. 


Quiere decir que hay una lógica y un seguimiento de lo que son las asesorías técnicas que 
corresponden, en este caso, al Director de la División Evaluación de Impacto Ambiental que -vale 
aclarar- hoy no es la misma persona, porque hubo un concurso en el Ministerio y Daniel Collazo pasó a 
ocupar el cargo de Director de la División Planificación y Desarrollo Territorial. 


SEÑOR BORDABERRY.- En la última reunión que tuvimos, el señor Senador Moreira trajo un 
documento que, en lo personal, no conocía, pero que estaba en el expediente. Se trataba de un 
borrador de resolución rechazando la solicitud. ¿Quién lo había elaborado y por qué? 


SEÑOR RUCKS..- Ese es el informe de Collazo. Lo tenemos aquí. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me refiero a un borrador de resolución de la Ministra en base al informe de 
Collazo, distinto al que usted hace referencia. Reitero que aquí lo trajo el señor Senador Moreira. Por 
mi parte, no lo conocía y la verdad es que me sorprendió. ¿Quién elaboró ese borrador que, 
evidentemente, después no se firmó? 


SEÑOR RUCKS.- Normalmente el Director de la División Evaluación de Impacto Ambiental propone 
una resolución ministerial que se eleva a consideración del Ministro. Está el informe técnico -que es el 
que tenemos- y después se propone una resolución ministerial, a la que luego el titular de la Cartera le 
da la forma definitiva. Por lo general, la resolución no es la misma que se propone porque siempre hay 
ajustes; ello es parte de la lógica que se da en estos casos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entonces, lo que hizo el Director de la División Evaluación de Impacto 
Ambiental fue proponer esa resolución, que luego la Ministra no firmó. O sea que ese fue el documento 
que trajo el señor Senador Moreira a esta Comisión. 


SEÑOR RUCKS.- Eso no figura en un trámite oficial en el expediente, porque solo es una iniciativa que 
se toma normalmente para facilitar las cosas. Siempre es la resolución ministerial la que define el 
contenido. Pero no debemos olvidar que es muy importante el informe técnico, que es lo que se eleva a 
consideración del Ministro para fundamentar la resolución. 


SEÑOR MINISTRO.- Me gustaría saber si el señor Senador Bordaberry tiene en su poder el informe 
del 17 de octubre de Daniel Collazo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sí, lo tengo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: quiero dejar alguna constancia. 


En esta Comisión hemos tratado varias veces este tema y recuerdo bien la sesión en la que 
concurrió el señor Senador Moreira, así como otras. En lo personal, me quedó clara la situación luego 
de la presencia de los Intendentes De los Santos y Barrios con sus equipos técnicos. Ellos nos 
desarrollaron los planes departamentales y su coordinación en relación con el ordenamiento territorial, 
la franja costera y el desarrollo económico y turístico de los departamentos, fundamentando, de 
manera absolutamente convincente, la necesidad de la conectividad. A partir de ese momento no tuve 
más dudas -reconozco que estos temas son siempre polémicos aunque, en realidad, en Uruguay todos 
los temas lo son; por lo tanto, a mí la polémica no me llama la atención- debido a la solvencia de los 
equipos técnicos que presentaron las Intendencias, que son los que están en el territorio, los que 
tienen presente todas las relaciones territoriales y ambientales. Por eso, me pareció muy lógico que al 
principio de la reunión se hiciera una exposición desde el ámbito del ordenamiento territorial y del de 
medioambiente. Desgraciadamente, el ordenamiento territorial es una materia nueva desde el punto de 
vista institucional y todavía no la tenemos incorporada como una referencia importante. De todas 
maneras, en ese momento quedó claro eso. 


¿Qué quedaba por resolver? Quedaban puntos concretos del diseño, de los arranques del 
puente y de otra serie de aspectos. Hay que tener en cuenta que todas las obras tienen impacto 
ambiental; un trazado carretero, un puerto, un diseño de una rambla o lo que se quiera hacer lo tiene. 
De lo que se trata es de que ese impacto sea el mínimo posible, acorde con un plan de sostenibilidad y 
eso es lo que estaba faltando. 


En lo personal, considero que, por el tipo de zona de la que estamos hablando, el último 
diseño presentado por el arquitecto Viñoly tiene una presencia arquitectónica muy interesante desde el 
punto de vista turístico, como la tuvo en su momento el puente de Viera, en la zona de La Barra. 
Obviamente, el diseño del Aeropuerto de Carrasco es hermoso pero alguien podría decir que para 
aterrizar un avión se podría haber hecho algo más simplificado. Sin embargo, aquellos a quienes nos 
gusta ver la arquitectura desplegándose en armonía con la naturaleza y con el entorno apreciamos 
estas obras. Entonces, ese último diseño me resultó sumamente atractivo para los objetivos que 
habían planteado los Intendentes. En este tema es crucial la opinión territorial y me parece que en este 
caso la que vale es la de los departamentos implicados. 


Me parece que la función del Ministerio, de la División de Medio Ambiente y de la de 
Ordenamiento Territorial, con la participación del Ministerio de Transporte y Obras Públicas -que 
también tiene que ver con esto-, es encontrar el punto justo en el que, generando la conectividad 
necesaria, se produzcan los menores daños sobre el medioambiente y se logre el mejor 
funcionamiento de un desarrollo territorial que, si no me equivoco, muestra que Rocha -si me 
equivoco, pido que me corrijan- es uno de los departamentos que más ha avanzado desde la creación 
de la ley. 


El Intendente Barrios se quejaba un poco -creo que con razón- de que le trancaban el 
desarrollo departamental cuando se frustraba la posibilidad de esta conectividad. 


Por lo tanto, creo que habría que sumar todos los aportes, como los de la Udelar en sus 
distintas Facultades; obviamente, la Facultad de Ingeniería tiene una capacidad técnica muy importante 
para determinar fluidos, o la Facultad de Ciencias o la Facultad de Arquitectura. Me parece excelente, 
porque creo que las instituciones públicas tienen que trabajar en conexión, pero también tenemos que 
avanzar de algún modo en el cúmplase de algunas situaciones, porque allí también hay una cantidad 
de gente esperando para ver qué va a pasar. Yo no quisiera que pasaran otros cincuenta años y 
siguiéramos discutiendo esto, porque la típica enfermedad uruguaya es dejar las obras inconclusas; 
por ejemplo, la obra inconclusa de lo que hoy se llama Torre Ejecutiva o el puente del río Santa Lucía, 
etcétera. Finalmente, todo esto genera más problemas a la población, al desarrollo territorial e incluso 
al medioambiente. 


Quería dejar esta constancia porque me parece que el tema está bien encarado y, 
obviamente, polémica siempre va a haber. Estamos en un país libre donde pueden haber las más 
diversas opiniones y puede haber gente que piense que la conectividad no es necesaria, y yo lo 


admito. De todos modos, me remito fundamentalmente a la palabra de los dos Intendentes, que creo 
que no han hecho las cosas en forma superficial sino pensando en un desarrollo departamental que es 
fundamental a la economía de sus territorios. Por eso, aunque no tuve tiempo de revisar la versión 
taquigráfica, tengo bien claro que esa sesión fue para definir que esto es viable. Después, hay detalles 
que se los dejo a los técnicos porque no tengo capacidad como para definirlos, pero me parece que el 
hecho esencial de si debe o no haber puente, que hace al desarrollo de los departamentos, quedó 
claro ese día y no genera más dudas. 


SEÑOR MINISTRO.- Me parece que hay un elemento que importa cuando yo le preguntaba al señor 
Senador si tenía el informe de Collazo del 17 de octubre de 2011, porque en él no hay una negativa al 
puente; hay una serie de requerimientos y condicionantes que se entiende que hay que abordar. Y ese 
fue el punto por el cual hoy nosotros arrancábamos haciendo el planteo. 


Simplemente para reforzar un poco la idea, voy a darle lectura. 


En las conclusiones y recomendación de la División Evaluación de Impacto Ambiental, se 
dice: “No obstante la conclusión anterior, visto que existe suficiente grado de consenso en cuanto a que 
resulta conveniente a nivel de los procesos locales de desarrollo implementar la conectividad entre 
Rocha y Maldonado mediante puente sobre la Laguna Garzón y que esa definición ha sido firmemente 
planteada por las respectivas autoridades departamentales, se entiende que sería posible diseñar 
complementariamente una propuesta de hoja de ruta que atienda a tal propósito, a través de la 
participación coordinada del MVOTMA, el MTOP, los Gobiernos Departamentales de Maldonado y 
Rocha y el aporte de la Academia (Universidad de la República). 


Algunas ideas al respecto, son: 


La desafectación del trazado actual de la Ruta n.” 10 como ruta nacional, en el tramo que va desde la 
localidad de José Ignacio en Maldonado, hasta el Balneario La Paloma en Rocha y el rediseño de la 
viabilidad de acceso al área que busque la valorización y protección del paisaje en ambos 
Departamentos, respete las condiciones naturales del área y facilite el libre y fluido acceso de la 
población a la costa. 


El estudio por parte de la Universidad de la República de la localización propuesta para el puente 
presentado y, de no ser la más adecuada, definir aquella que se entienda lo es, de forma que se 
otorgue la mayor seguridad posible respecto a la estabilidad del puente a construirse y al 
mantenimiento de la dinámica de interconexión costero marina que asegure el mantenimiento de los 
ecosistemas lagunar, costero y marino propios del área. 


El consecuente rediseño del puente en consideración a la nueva viabilidad del área, la valorización y 
protección del paisaje local y la estabilidad de la conexión por el propio puente, teniendo en cuenta la 
necesidad del acceso seguro y fluido de las poblaciones locales a los servicios sociales de salud, 
educación, comunicación y seguridad, de ambos departamentos. 


La delimitación por parte del MVOTMA y en acuerdo con las Intendencias de Maldonado y Rocha, de 
un área a proteger, considerando los valores ambientales y paisajísticos del entorno de la Laguna 
Garzón y la integración de esta área al Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SNAP), siguiendo para 
ello los procedimientos estipulados por la Ley del SNAP y considerando los instrumentos de 
ordenamiento territorial vigentes. 


La concreción de un Plan Interdepartamental de Ordenamiento Territorial para el sector donde se 
asientan importantes ecosistemas lagunares, terrestres y marino-costeros compartidos entre 
Maldonado y Rocha, que contaría con el apoyo del MVOTMA, en el marco de sus capacidades, para 
su preparación. 


Con lo informado se eleva a la Dirección Nacional”. 


Me pareció importante leerlo a los efectos de esta Comisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Seguramente, el señor Ministro sabrá que en esta Casa hubo un gran 
legislador del Partido Nacional: Martín Recaredo Echegoyen. Un día, creo que Luis Alberto de Herrera 
le había encomendado hablar en contra de un proyecto de ley mientras negociaba si iba a apoyarlo o 
no. Llevaba en el Senado cerca de una hora hablando en contra, cuando le llegó un mensaje que 
decía: “Hemos llegado a un acuerdo; lo vamos a votar”. Parece que quienes estaban escuchando, 
después de los argumentos tan contundentes en contra del proyecto de ley que había dado el entonces 
Senador Echegoyen, pensaron que no podía cambiar de posición. Pero resulta que dijo: “Hasta aquí 
hemos analizado los argumentos en contra; ahora vamos a analizar los argumentos a favor”. Habló una 
hora y el proyecto de ley fue aprobado. 


Creo que el informe del ingeniero Collazo admite interpretaciones a ambos lados -siendo 
generosos-: una parte que parece estar en contra de lo que leyó el señor Ministro y hay que cuidarse 
con eso; y otra que, si es interpretada en el contexto de que junto con ese informe venía un borrador de 
resolución para que la señora Ministra rechazara el pedido -que la otra vez trajo a este ámbito el señor 
Senador Moreira-, quizás nos permita interpretarlo de esa forma. 


No obstante, el señor Ministro entenderá que la cuestión va realmente a las dudas que nos 
ocasiona este tema. De vuelta, digo que quizás sea muy bueno que haya un puente en ese lugar o tal 
vez muy malo. Siendo Ministro de Turismo y Deporte promoví que se demoliera el Centro del 
Espectáculo de Punta del Este y lo hice porque estaba sobre la costa. Esta no es una cuestión de que 
“soy un loco que está en contra de cuanto avance haya”. No; creo que la costa es un bien finito que 
tenemos que cuidar porque, además, es la parte más sensible. Al menos eso es lo que nos decían 
todos los asesores. 


Hay algunas preguntas que no se me han contestado y me voy a permitir reiterarlas. Si no tiene 
las respuestas, puede mandarlas después porque es imposible que las tenga todas en este momento; 
además, esto no es un examen. 


¿Por qué no se hicieron los informes por parte de la Universidad de la República? ¿Qué pasó con el 
informe de la Dirección Nacional de Hidrografía que decía que la construcción del puente en esa 
ubicación ¡iba a afectar la relación de la laguna del litoral atlántico? ¿Por qué no se hizo el informe por 
parte de la Facultad de Ciencias, al que nos habíamos comprometido? Se lo pregunto porque usted ha 
asumido valientemente -en las buenas y en las malas- la responsabilidad institucional. 


Tampoco se ha hablado del trámite acelerado que se cursó: el 24 de diciembre se citó a una 
audiencia para el día 27, para tomar una resolución el 8 de enero. ¿Vio la cantidad de días feriados y 
sándwiches que hubo entre el 24 de diciembre y el 8 de enero? Los feriados fueron los martes y los 
lunes fueron sándwiches; salvo que haya querido hacernos trabajar más. 


También se debe saber si se presentó un nuevo estudio de impacto ambiental completo 
respecto del nuevo puente. ¿Se presentó o no se presentó? ¿Se analizó o se entendió que era el 
mismo puente de antes? Los cambios que se propusieron tienen otras dimensiones, muchísimos más 
metros cuadrados afectados y eso ¿no ameritaba otro estudio? La memoria del informe ambiental, el 
resumen, del Ministerio de Transporte y Obras Públicas con los datos básicos del proyecto habla de un 
puente recto de 180 metros y después analizaba cómo afectaba cada punto, el movimiento de suelos, 
pilotaje, hormigón, calidad del aire, calidad del agua, vegetación, flora, fauna, limpieza del terreno, 
acciones de mitigación en un caso o en el otro. ¿Es todo lo mismo? Si ya se presentó solicito que nos 
envíen esa información para ver y analizar. 


Otro tema es la instalación, funcionamiento y condiciones del obrador. Quienes nos asesoran 
nos dicen que este obrador es muy distinto porque hay muchas cosas que se van a tener que hacer 
allí, que no van a poder traerse, y que por tanto la afectación de la zona va a ser mucho mayor. 


Asimismo hay que tener en cuenta que el despeje y la limpieza del terreno, la explotación de 
las canteras, el transporte y acopio en obra, insumos, el movimiento de suelos, la construcción de las 


fundaciones, etcétera, todo esto será distinto debido a las diferentes dimensiones que tiene uno y otro 
proyecto. Si estos y otros elementos fueron presentados nos gustaría conocerlos para cumplir mejor 
con nuestro trabajo. 


SEÑOR RUCKS.- Respecto al tema de las fechas y de los plazos establecidos, de acuerdo con la 
situación que se planteó, había una propuesta elaborada y estaba pronto el análisis de la 
documentación presentada por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. A su vez, nos 
enfrentábamos al período de vacaciones que tradicionalmente afecta al Uruguay en los meses de 
enero y febrero. Entonces, para no prolongar innecesariamente la situación, como las condiciones para 
hacer una reunión eran muy favorables porque el período de fin de año es el momento turístico más 
álgido 


y, por lo tanto, teníamos la posibilidad de que hubiera una mayor participación, enviamos una 
invitación a cada una de las personas que habían intervenido en las audiencias públicas y habían 
hecho manifestaciones. Inmediatamente, al otro día, estábamos recibiendo reacciones de las distintas 
organizaciones locales en relación a esa audiencia, algunas solicitando que se postergara porque no le 
daban los tiempos -aunque sí les daba el tiempo para reunirse y pedir que no se hiciera la reunión- y 
otras comunicando que resolvían participar. 


Tuvimos una reunión de alrededor de sesenta personas, muy representativa de los distintos 
puntos de vista. Aquellos que habían defendido la propuesta de balsa fueron, justamente, los que 
tuvieron todas las posibilidades de exponer sus puntos de vista, y aquellos que propusieron otras 
alternativas, en particular la de rodear la laguna con un camino, tuvieron la oportunidad de expresar su 
posición y de realizar los reclamos que correspondían. 


En esa reunión aclaramos que no se habían atendido específicamente esas propuestas 
porque formalmente tienen que ser presentadas por la institución competente en el tema; por lo tanto, 
deberían haber sido tomadas por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y presentadas como 
proyectos. Nosotros tenemos que hacer una evaluación a un proyecto específico que se presenta. No 
estamos haciendo opciones de desarrollo en un proceso de planificación, sino que tenemos que 
evaluar una propuesta concreta de proyecto que se nos presenta. 


En las audiencias públicas se presentaron alternativas de un proyecto, situaciones posibles de 
desarrollo del uso de balsas o alternativas de diseño diferente, que requieren un estudio de impacto 
ambiental específico. Evidentemente, cortar la cuenca de la laguna con una caminería nueva, cortar los 
procesos de drenaje, intervenir montes naturales importantes -particularmente los que rodean el arroyo 
Garzón-, son temas que requieren un estudio de impacto ambiental específico. En ese sentido el 
momento en que se realizó la reunión demostró que había una participación suficientemente amplia, 
pensada y meditada como para poder opinar e incidir en la resolución final de la propuesta que se 
presentó, porque se incorporaron, como se dijo aquí, aspectos que aparecieron como propuestas en la 
reunión. Es decir que esos aspectos se tuvieron en cuenta en la resolución final de la autorización. 


Sobre el tema de si esto es un único proyecto o correspondía comenzar un nuevo proceso, 
hicimos la consulta correspondiente al Departamento Jurídico, porque nos preocupaba la situación. La 
evolución del proceso de discusiones fue desde los análisis técnicos internos de la Dinama a los 
procesos de participación pública que se generaron que, como dijimos, fueron mucho más amplios de 
los que normalmente se hacen, justamente teniendo cuidado para poder recibir la mayor amplitud de 
puntos de vista posible. En todo ese tiempo se fueron generando modificaciones, que es lo que 
corresponde a un proceso de evaluación de impacto ambiental. Esas modificaciones fueron implicando 
hasta un cambio en el diseño específico del puente. Si se analizan los informes que se presentan por 
parte del señor Collazo o las resoluciones de la propia Ministra, se encuentra que también estaba 
planteado un problema con el diseño del puente. Es decir que no había solamente un problema con la 
estabilidad, la biodiversidad o la Ruta 10. Ese puente lineal significaba un atravesamiento sin 
valoración del paisaje que lo rodeaba, como puede ser el que hoy genera el puente sobre la Laguna 
José Ignacio. En ese caso nadie se da cuenta ni siquiera de que pasa por allí, porque no hay ningún 
elemento que ayude a observar ese paisaje, a reconocer los valores que eso tiene. Esos criterios 
estuvieron presentes en las discusiones. Por lo tanto, el rediseño del puente en sí mismo fue parte del 
proceso de decisiones y de la historia del proceso de aprobación que se reconoce. 


Si vamos a la situación a la inversa, es decir, si no le damos continuidad al proceso y lo 
cortamos, lo que va a ocurrir es que se va a presentar el mismo proponente para construir un puente 
en el mismo lugar, con un diseño que requerirá su estudio de impacto ambiental que, como ocurre en 
todos los casos, está relacionado específicamente con el sitio donde se localiza. Es decir que va a 
tener el mismo estudio de impacto ambiental, con la diferencia simplemente de aquellos aspectos 
constructivos que hacen a las condiciones particulares del cambio en el diseño específico del puente. 
Esos aspectos están planteados en la presentación del documento que ha realizado el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas en el entendido de que el estudio de impacto ambiental es el mismo que 
corresponde, porque lo que se está analizando es el impacto de la localización de la unión permanente 
de dos márgenes con una vialidad determinada y con condiciones de ordenamiento de territorio 
definidas. En ese sentido se entendió, justamente, por respeto a los procesos participativos y por el 
cuidado que se debe tener para que este no fuera un elemento que permitiera interpretar que se 
estaba maniobrando una decisión para evitar todo el proceso de discusión anterior que se había dado, 
la continuidad de este proceso como la única forma de llegar a un diseño determinado. 


La presentación del Ministerio de Transporte y Obras Públicas hace hincapié en las 
particularidades que tiene este puente en su impacto: sistema constructivo, menor número de pilares, 
menor interferencia en la dinámica del flujo de la laguna, mayor seguridad, y los aspectos de mejora 
en el paisaje que aportan un nuevo diseño y promueven condiciones de tránsito lento, de paseo, 
porque este es un puente que no se puede atravesar a grandes velocidades. Entendemos que también 
aparece la confirmación de que esa es la ruta que la doctrina del desarrollo costero plantea, que no 
puede ser de tráfico rápido y pesado, porque las rutas litorales deben tener determinadas condiciones 
de diseño porque son específicamente paseos contemplativos, como el caso de la rambla, lo que no se 
está negando en la doctrina. O sea, favorecer el paseo por la costa y proteger el paisaje costero es 
parte de la responsabilidad del acceso de las poblaciones a los valores costeros que Uruguay ha tenido 
con el desarrollo de las ramblas y de las vías longitudinales cuando no son vías de tráfico rápido y son 
cuidadosas de las condiciones de la construcción de la costa. En ese sentido tuvimos un informe legal 
que indicaba que no correspondía cortar el proyecto, además entendimos que la propuesta que hacía 
el Ministerio de Transporte de Obras Públicas planteaba que era válido el estudio de impacto ambiental 
general presentado con las adecuaciones específicas. Asimismo, entendimos que hubo distintas 
alternativas de diseño de puente y eso se ha dicho y es objetivable. El puente lineal inicial tenía un 
diseño, el puente de las balsas tenía otro y el puente actual aprobado tenía uno similar al de las balsas, 
pero en condiciones de estabilidad adecuada a las necesidades del área. 


Básicamente estas son las explicaciones, aunque puedo ser más explícito en algún punto si 
es que los señores Senadores necesitan alguna aclaración, pero toda la información está disponible y 
es de acceso público. Es más, este tema ha sido el que ha merecido, desde el punto de vista de 
requerimientos de acceso a la información pública, la mayor demanda en la Dinama. 
Permanentemente hemos entregado información completa del expediente que se generó a partir del 
puente a distintas organizaciones que lo han solicitado para hacer su análisis. 


SEÑORA LEJTREGER.- Quisiera hacer algunos comentarios y agregar algunas respuestas a los 
planteamientos que realizó el señor Senador. 


Nos parece que todo este proceso de debates y de diálogos es un aporte al resultado final; 
así lo hemos expresado en diversos ámbitos. En realidad, esta aprobación es un hito, pero no es la 
culminación de todo el proceso porque, justamente, nuestro Ministerio debe seguir monitoreando todas 
las exigencias que le han sido solicitadas al Ministerio de Transporte y Obras Públicas para la 
realización del proyecto. Nos parece sí muy importante destacar y valorar el creciente interés, tanto de 
la población que ha participado en todas las audiencias como el de los legisladores en los temas 
ambientales y territoriales que son el objeto de nuestro trabajo. 


En ese sentido, con respecto a la concesión de la autorización ambiental previa, me gustaría 
leer el numeral 2) en el que se expresa que la autorización referida en el ordinal anterior se concede 
sujeta al estricto cumplimiento de los compromisos que surgen de la presente tramitación y de las 
siguientes condiciones. Allí se incluye una larga lista de condiciones que establecimos como 
necesarias en el desarrollo del proyecto hasta su concreción final. Se trata de largos proyectos que 
tienen distintas etapas. 


Me gustaría destacar una de ellas ya que refiere a la preocupación que planteaba el señor 
Senador y que está relacionada con la construcción y el obrador. Eso está establecido en el literal g), 
donde se establece que el titular deberá presentar un plan de gestión ambiental de la construcción 
ajustado al proyecto y al procedimiento constructivo que se utilizará para su aprobación por la Dinama 
antes del inicio de los trabajos. El mismo deberá incluir un programa de gestión ambiental de las 
actividades de construcción implicando las medidas de mitigación de los impactos significativos, 
programa de prevención de riesgos y de atención de contingencias ambientales, programa de 
seguimiento y monitoreo de los factores ambientales potencialmente afectados, parámetros de calidad 
de agua y niveles de ruido, debiéndose indicar puntos y frecuencia de muestreo. El titular prestará 
especial atención a la ubicación y gestión ambiental del obrador. Asimismo, dispondrá de un manual 
ambiental para la actividad de construcción de la obra destinado a los trabajadores cuyo cumplimiento 
será exigible al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. No se admitirá el pernocte de trabajadores 
en la zona de la obra, más allá del servicio de vigilancia nocturna de la misma, debiendo preverse su 
traslado. Además, se deberá prestar especial atención a la gestión ambiental de los procedimientos de 
demolición de la estructura del puente inconcluso existente. 


Esta es solamente una parte entre una serie de puntos, que van hasta el literal i) y nos parece 
que colaboran en brindar esta resolución y en continuar trabajando de esta forma. Aclaro que no 
esperamos que alguien traiga un proyecto, para luego autorizarlo y deslindarnmos de toda 
responsabilidad, por el contrario, nuestra responsabilidad es continua a lo largo de todo el proceso. Por 
lo tanto, vamos a seguir en la vigilancia permanente de cómo se van dando cada uno de estos pasos. 


Es por eso que nos parece importante haber traído al inicio lo que planteaban los directores 
nacionales de Ordenamiento Territorial y de Medio Ambiente con relación a cada uno de los pasos que 
se han ido dando en forma consecuente con el objeto de blindar un proyecto que no es aislado sino 
que tiene que ver con todo un proyecto territorial relacionado con un modelo de desarrollo en el cual, 
evidentemente, las Intendencias de ambos departamentos han sido protagonistas y continúan 
trabajando en forma activa en ese desarrollo. 


Quería plantear eso para aclarar este aspecto. Obviamente, estamos dispuestos a brindar por 
escrito todos los informes que sean necesarios, pero trataremos de ir evacuando todas las preguntas 
en este momento. 


Además, quisiera agregar también que el único apuro o presión que podemos sentir es el que 
tiene que ver con la responsabilidad que asumimos en el lugar donde trabajamos cada uno de nosotros 
y es desde allí que tomamos las decisiones en forma responsable. 


SEÑOR BORDABERRY.- Agradezco muchísimo la información proporcionada. 


Hemos dedicado bastante de nuestro tiempo parlamentario al tema ambiental. En este 
sentido, presentamos tres proyectos de ley: el del Observatorio Ambiental Nacional, el de la moratoria - 
no la prohibición- del fracking y el de la creación del Comisionado Parlamentario para la Protección del 
Medio Ambiente, porque siento que nosotros, los legisladores, no tenemos las capacidades que sin 
lugar a dudas tienen los integrantes del Poder Ejecutivo. Es por eso que nos parece que ese aspecto 
es importante. Me preocupa un poco el hecho de dar autorizaciones sujetas a la presentación de 
estudios, porque es difícil trabajar de esa forma, en la medida en que uno duda de si el Ministerio tiene 
realmente las capacidades para hacer esas contrataciones. Creo que ha pasado en alguna 
comparecencia del señor Director Nacional de Medio Ambiente; inclusive, nos ocurre lo mismo con la 
Dinamige cuando concurren sus representantes a la Comisión de Industria: siempre hay alguna queja 
de que no tienen las capacidades para hacer los estudios y menos para salir a controlar que todo esto 
suceda. Realmente, no veo al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
controlando si en el mes de julio hay gente pernoctando en determinados lugares que no tiene que 
haber. Disculpen que dude de eso, pero francamente no sé si tienen esas capacidades; quizás las 
tengan y no estoy enterado. 


Más allá de eso, el Decreto N* 349/2005, reglamentario de las Leyes N% 16.466 y 17.283, es 
muy claro en tanto establece una serie de documentación que debe ser presentada previamente y no 
después. Si ese es el fundamento, se está yendo contra el Decreto, porque el artículo 12 de la norma 


vigente dice claramente que se deben identificar y evaluar los impactos ambientales, tanto negativos 
como positivos, previamente, no después. 


Quiero aclarar cuál es nuestra preocupación concreta. Estoy haciendo un seguimiento porque 
nuestros legisladores del departamento de Soriano están analizando un proyecto que se plantea en la 
Playa de la Agraciada, en la vieja estancia de Domingo Ordoñana, hombre de progreso en el campo 
allá por 1890 y fundador junto con Carlos Genaro Reyles y varios más. Eso es patrimonio histórico y, 
además, es donde llegaron los 33 orientales, ¡que no es poca cosa! Allí quieren construir un puerto, 
con la complicación para la Comisión Administradora del río Uruguay que, de acuerdo con la sentencia 
del Tribunal de La Haya, tiene que someter todo a autorización. Entonces, cuando el tema llega a la 
junta, los legisladores de nuestro departamento nos consultan y nos piden asesoramiento; yo les digo 
que nos manden los informes de la Comisión del Patrimonio y de la Dinama, pero nos dicen que 
primero los aprueban y después los hacen. Como se podrán imaginar, los legisladores estamos 
cediendo a una obligación y dando una autorización sin contar con la información previa requerida. 
Obviamente, nos preocupa mucho que se proceda de esa forma. Por lo que veo, no se ha presentado 
un nuevo estudio, y creo que un puente de 180 metros es distinto a uno de 450 metros; son obras muy 
diferentes, y los impactos también tienen que ser distintos o, por lo menos, pueden serlo. Si no, fijense 
qué sencillo sería: uno presenta un proyecto para construir un puente de madera para unir un punto 
con otro y después lo cambia por una superestructura de hormigón y no sé cuántas cosas más, total, la 
autorización ya está otorgada. Me parece que eso no es sensato y -reitero- llama la atención. 
Precisamente llama la atención que se haya aprobado el día 8 de enero; supongo que la señora 
Subsecretaria se habrá tomado unos días de licencia a fin de año y cuando se reintegró en enero, este 
fue una de los primeros documentos que firmó y el señor Ministro estaría disfrutando de sus merecidas 
vacaciones, o no sé cómo habrá sido. 


(Dialogados.) 


-Pido disculpas al arquitecto Rucks -a quien tengo mucho aprecio- por lo que voy a decir, 
pero sé que Emiliano Cotelo -periodista de radio El Espectador- lo persigue con este tema y un día lo 
encontró en París -a donde había ido por algo de la Unesco- y le hizo una pregunta, pero no sobre el 
último puente sino sobre el anterior, el de las balsas, y él contestó: “Es un puente diferente que tiene 
que tener su análisis en particular”. Y yo me quedé tranquilo. La verdad: la propuesta de las balsas me 
pareció muy novedosa; es más, al principio pensé que era formidable pero cuando empezamos a 
analizarla, nos pareció muy linda pero inviable. Sin embargo, me quedé tranquilo porque iban a realizar 
el estudio correspondiente. Además, cuando se refería al nuevo puente, usted decía que este no 
afectaba el lugar y agregaba que requiere un análisis ambiental un poco diferente, porque es un puente 
diferente, que tendrá que tener su análisis en particular. Más adelante dijo una cosa muy interesante en 
el sentido de que era fundamental que el puente no destrozara el paisaje, agregando: “Esto es un tema 
fundamental, el paisaje de esa zona es un paisaje potente, un paisaje de una belleza extraordinaria y 
este sistema de puente flotante tiene la virtud de no alterarlo en forma sustantiva”. Pero ahora resulta 
que el otro, de 180 metros, que lo alteraba de forma sustantiva, está sustituido por uno de 450 metros. 
No terminemos como el Centro del Espectáculo, teniendo que hacer eso. Esa es la real preocupación 
del seguimiento que hemos estado haciendo. Si nos puede indicar dónde podemos tener acceso a todo 
el expediente, o si nos pueden mandar copia de él mediante la Secretaría, les agradecería mucho, para 
poder estudiarlo. Y siempre estoy abierto a que me convenzan. 


SEÑOR MINISTRO..- La verdad es que hay temas que tienen que ver con la visión y la materialización. 
Obviamente, la propuesta intermedia de balsas tenía afectaciones bien distintas a la de materialización 
mencionada como la primera, que es la que usted llama como tercera. El estudio de impacto ambiental 
inicial presentado está vinculado a la primera propuesta, que tiene una materialidad física, y por eso 
insistimos con las distancias y el apoyo de las cabeceras con respecto a los márgenes en relación a los 
puntos de apoyo sobre el lecho de la laguna. La referencia hecha al sistema de balsas, obviamente, 
tenía implicancias desde el punto de vista de la dinámica costera, de la dinámica de aguas, es bien 
distinto, y me parece que es a eso a lo que hacía referencia Emiliano Cotelo en el reportaje realizado 
en la radio El Espectador. Nosotros, claramente, durante todo el año estuvimos desarrollando 
actividades. Quizás a usted le pueda sorprender las fechas: el 26 de diciembre con el intendente 
Zimmer hicimos una reunión -no encontramos mejor fecha- en Nueva Palmira con la comunidad. 
Realmente, tenemos un calendario exigente que nos obliga permanentemente a estar yendo y viniendo 
y atendiendo una multitud de temas. Concretamente, la Subsecretaria aún no ha podido tomarse 


licencia; yo me tomé diez o doce días -como corresponde- a principio de año. Sin perjuicio de ello, 
vamos a arrimar la información que se nos solicita. 


SEÑOR BORDABERRY.- Su elocuencia no parece la de un arquitecto, sino la de un abogado. Hay un 
pasaje de El mercader de Venecia, de Shakespeare, donde Porcia le dice a Bassanio, que se quejaba 
del juicio, que no hay causa lo suficientemente mala que un elocuente abogado no la pueda tomar en 
probable. En esta ocasión me animaría a cambiar la palabra “abogado” por “arquitecto”; en esta 
ocasión. 


Gracias. 


SEÑOR RUCKS.- Creo que la preocupación del medio ambiente es la que nos mueve a todos acá y es 
una constante en la que se debe ser coherente. En este sentido, creo que he sido coherente en 
declaraciones, en el sentido de que cuando se presentó el proyecto de balsas, sí merecía un análisis y 
este, justamente, determinó que no era viable y fue lo que llevó a la modificación. Quiere decir que 
hubo cambios, evolución y un proceso en todo esto en el que se plantearon posiciones en relación a 
esa situación particular en ese momento particular, pero fue evolucionando en determinada forma y en 
base a análisis y a procesos de participación. Insisto en que hay análisis y visiones técnicas que son 
nuestra responsabilidad y también hay responsabilidad en la consulta pública. En ese sentido, creo que 
la consulta -incluso esta última que se hizo rápidamente- fue representativa de una realidad local que 
fue muy importante tener en cuenta en el proceso. Entiendo que la solución planteada finalmente 
atiende a aquellas preocupaciones que desde el inicio estuvieron presentes en la Dinama como 
impactos ambientales de un puente que vinculaba, por una zona de la Laguna, particularmente frágil, 
una condición de conexión que fue la que tuvo este proceso y culminó en un puente que, a nuestro 
entender, aporta a la protección del ambiente. Esto es lo que nos parece importante: constituir la Ruta 
10 en un paseo y no en una ruta de acceso, tener un área protegida para asegurarnos que los valores 
se mantengan, asegurarnos que todo esto es tenido en cuenta dentro de un marco de ordenamiento de 
territorio y que se satisfacen necesidades planteadas por las poblaciones, en particular, por aquellas 
que socialmente están más alejadas de los servicios, de aquellos que necesitaban los servicios de 
enfermería, ir a la escuela, los trabajadores que se desplazaban de un departamento a otro. Creo que 
estas cosas que han sido notorias por parte de las audiencias públicas están resueltas de la mejor 
manera posible. Como siempre se plantea, la evaluación ambiental supone siempre la resolución de 
conflictos y la que menor situación de deterioro genera entendemos que es esta y que todos aquellos 
aspectos de impactos son reversibles o condicionados a situaciones aceptables al ambiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro y de sus autoridades. En 
próximas oportunidades, probablemente, los estaremos invitando para analizar todo lo que tiene que 
ver con el tema de la vivienda, que es otro de los asuntos de esta Comisión. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 7 minutos.) 
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